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presentación

Es un placer y un orgullo compartir la primera publicación de Las Claves del Agua, 
en la que reafirmamos más intensamente si cabe nuestro compromiso con la soste-
nibilidad y la ciudadanía.

Esta publicación nace en el seno del Observatorio del Agua EMASESA, cuyo objetivo es 
fomentar la participación ciudadana, facilitar la transparencia en torno a la gestión 
pública del agua y la evaluación de este servicio público esencial para la población. 
Para darle forma, recientemente se ha reconocido al Observatorio, a su estructura 
y a sus normas de funcionamiento, como órgano de participación y consulta dentro 
de los estatutos sociales de EMASESA.

En este año 2023 encaramos una gran variedad de desafíos. Las crisis sanitarias, 
económicas y políticas se superponen como matrioskas, todo ello bajo la persistente 
amenaza del cambio climático. 

En este contexto, EMASESA juega un papel muy importante en el área metropolitana 
de Sevilla, ya que a través de la mejora de la gestión del ciclo del agua impulsamos 
una transformación urbana que permita su reactivación económica y social, además 
de trabajar para conseguir ciudades más sostenibles y habitables.

El compromiso de actuar frente al calentamiento global sigue siendo una de nuestras 
prioridades al ser necesario proteger los recursos hídricos, haciendo frente a los 
efectos del cambio climático y definiendo nuevas actuaciones para abordar este 
fenómeno de forma integral, con el ambicioso objetivo de alcanzar la neutralidad 
de carbono en 2025. 

Como agentes transformadores del área metropolitana de Sevilla, desde EMASESA 
trabajamos para conseguir que la ciudad sea un lugar más accesible, sostenible e inteli-
gente, involucrando a toda la sociedad en torno al agua como elemento transformador.

De hecho, el propio Plan EMASESA 2030 establece que Sevilla debe afrontar y saber 
gestionar tres grandes retos en relación con los recursos hídricos y el cambio climático: 
periodos de sequía, lluvias extremas y puntuales y la urgente necesidad de diversificar 
las fuentes de captación de agua.

En este sentido, nuestro objetvo en esta primera publicación es plasmar y divulgar 
el conocimiento científico que nos han facilitado un conjunto de expertos, desde 
direntes ámbitos, sobre los retos a futuro que conlleva el cambio climático y las 
palancas de cambio que hay que activar.

Gracias por vuestro interés y colaboración, todos y todas somos EMASESA.

Antonio Muñoz Martínez

Presidente del Consejo de 
Administración de EMASESA
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introducción

La publicación Las Claves del Agua, del Observatorio del Agua de EMASESA, inicia 
en el mes de febrero de 2023 su primera edición. En ella encontrará artículos de 
carácter científico sobre tendencias y desafíos en torno al ciclo integral del agua.

En el marco del Plan EMASESA 2030, se persigue la potenciación de un modelo de 
gobernanza participativo, con la voluntad de impulsar formas de concienciación 
colectiva de todo lo que implica la gestión del ciclo integral del agua.

Este afán se ha ido articulando y activando desde el Observatorio del Agua EMASESA, 
mediante el despliegue de diferentes procesos participativos para la elaboración 
de planes directores de EMASESA y con iniciativas como ésta, Las Claves del Agua, 
que divulgan  el saber científico de expertos provenientes de muy diversos campos 
de la ciencia y la tecnología.

En esta ocasión, los artículos que se encuadran en esta primera edición versan sobre 
el impacto del cambio climático en la gestión del agua. Este desafío supone no sólo 
un aumento de la temperatura media global, sino un aumento de la intensidad, fre-
cuencia y simultaneidad de fenómenos climáticos extremos, como las olas de calor 
o los periodos de sequías, las inundaciones y lluvias torrenciales. 

Nos atañe reducir los efectos del cambio climático, sobre todo los concernientes a 
la incertidumbre en la disponibilidad del agua, tanto en cantidad como en calidad. Por 
ello, la preservación del agua y del medio natural están en el centro de nuestro interés. 

Iniciamos el 2023 inmersos en un ciclo seco, en el que las precipitaciones recibidas 
no han cubierto las demandas del sistema, por lo que las reservas en los embalses 
se están viendo mermadas considerablemente desde mediados de 2021. La situación 
global de los embalses, que abastecen a Sevilla y su área metropolitana en febrero 
de 2023, está por debajo de la mitad de su capacidad.

El desafío es mayúsculo y no se puede afrontar sin el conocimiento científico, la digita-
lización y la participación de la ciudadanía en la gestión del agua, entre otras palancas. 
Sobre ello tratan los artículos de esta publicación, tanto de los desafíos a los que nos 
enfrentamos como de las acciones que se pueden llevar a cabo para su gestión.

Agradecemos la confianza en recibirnos, trataremos que Las Claves del Agua sea un 
vehículo de unión entre todos para gestionar de forma eficiente el agua. Esperando 
que esta publicación sea de su agrado, le invitamos a leerla y compartirla.

Un saludo a todos y todas.

Jaime Palop Piqueras

Consejero delegado de EMASESA



6

estrategia climática 
de emasesa

La estrategia de EMASESA en materia de cambio climático comienza en el año 2015 
con el cálculo y verificación de la huella de carbono, herramienta que utilizamos 
para obtener información sobre nuestros focos de emisiones de gases de efecto 
invernadero y establecer estrategias de reducción. 

Posteriormente, en 2019 a raíz de la Declaración del Estado de Emergencia Climática 
en la ciudad de Sevilla y conscientes del grado de incertidumbre al que nos enfren-
tamos las empresas que gestionamos el ciclo integral del agua, elaboramos un plan 
de acción denominado EMASESA ante la emergencia climática: #50medidas, en el que 
se recogieron cincuenta actuaciones precisas y detalladas para luchar contra el cambio 
climático y adaptarnos a los nuevos escenarios que tenemos por delante.

Además, se reconoció la necesidad de disponer de una adecuada información climática 
que nos permitiese continuar definiendo nuevos objetivos y abordando este desafío 
desde una perspectiva integral. 

En este contexto, elaboramos nuestro propio Plan de Emergencia Climática, apro-
bado en marzo de 2021, que persigue impulsar una acción coordinada en toda la 
organización en materia de cambio climático y poner de manifiesto la importancia 
de incorporar la variable climática en nuestra toma de decisiones.

El plan busca por un lado favorecer la transición energética a través de la descarbo-
nización de nuestra actividad, con un objetivo a 2025 de alcanzar las cero emisiones 
netas en carbono, y por otro, aumentar la resiliencia a través de la transformación y 
el fortalecimiento de la gestión de nuestra actividad, para hacer frente a los riesgos 
climáticos identificados y convertirlos en oportunidades. 

Todo este proceso, nos ha facilitado el establecimiento de metas y compromisos 
claros en materia de adaptación y mitigación en nuestro Plan Estratégico, Plan 
EMASESA 2030, que cuenta con dos ejes fundamentales en la lucha contra la emer-
gencia climática; el de la resiliencia frente al cambio climático y el de la descarboniza-
ción y la eficiencia energética.

A través de estos dos ejes, desde EMASESA damos una respuesta efectiva, adecuada 
y sostenible ante las principales amenazas y situaciones provocadas por el cambio 
climático como son la sequía, las precipitaciones extremas y las olas de calor, lo que 
a su vez se traduce en proporcionar un mayor y mejor bienestar a la ciudadanía.

Benigno López Villa

Jefe de división de medioambiente
y acción climática de EMASESA
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La participación ciudadana en el ciclo 
integral del agua

La participación ciudadana en el ciclo integral del 
agua, de acuerdo con los criterios definitorios del 
Derecho Humano al Agua y al Saneamiento, debe 
ser activa, libre y significativa, lo que significa que, 
en consonancia con lo establecido en la Directiva 
Marco del Agua y con la experiencia española en 
planificación hidrológica, la participación ciudadana 
no debe limitarse al simple intercambio de infor-
mación y a consultas puntuales, sino que todos los 
sectores sociales interesados en el ciclo integral urbano 
del agua han de poder participar de manera más 
activa a través de mecanismos de participación 
directa y efectiva, equitativa y representativa. 

Es por esto que la gestión del agua (y más la pública) 
no puede limitarse a la titularidad del servicio, sino 
que necesariamente tiene que crear un espacio de parti-
cipación que haga posible y que canalice la colaboración 
de todos los actores interesados, a la vez que facilite 
la gobernanza del servicio, con la concurrencia de 
los responsables políticos, del gestor del servicio, 
del órgano de participación y de los servicios técnicos 
responsables del ciclo del agua. 

Es muy importante gestionar de forma correcta los 
procesos participativos, teniendo siempre como 
objetivo la colaboración activa de la ciudadanía, y 
sobre todo evitando la desafección de la población 
derivada de procesos participativos costosos a nivel 
de tiempo y a los que no se les ven resultados positivos. 

agua y participación, 
una garantía de futuro

Luis Babiano
lbabiano@aeopas.org

Gerente de la Asociación Española de Operadores 
Públicos de Abastecimiento y Saneamiento (AEOPAS)

Resumen:

Para muchos pensadores, el derecho a la ciudad (o la ciudad abierta) tiene que ver con la capacidad y 
oportunidad de todos y cada uno de los habitantes de transformar su entorno, y de crear ciudades que 
respondan a las necesidades humanas. Nos dicen que los ciudadanos han de tener la posibilidad 
de participar, proponer, preguntar, evaluar, transformar y cambiar los aspectos más importantes de la 
ciudad que habitan.

Los debates y las decisiones que afrontan actualmente las ciudades de toda Europa son complejos: 
qué pueden hacer para que los ciudadanos tengan acceso a una vivienda digna, cómo diseñar un 
urbanismo para que todos los ciudadanos tengan acceso al espacio público y a los equipamientos; qué 
responsabilidad tiene el sector público y qué responsabilidad tienen los actores privados. Sin embargo, 
una de las cuestiones más importantes para el futuro de nuestros hijos es cómo responder a la emer-
gencia climática. Los efectos de la emergencia climática son una realidad en las ciudades andaluzas y 
afectan directamente a la calidad y disponibilidad del agua, tanto las inundaciones como las olas de 
calor son cada vez más frecuentes e intensas. El desafío es mayúsculo y no se puede afrontar sin la par-
ticipación de los ciudadanos en la gestión del agua.

Palabras clave: Participación ciudadana; derecho humano.



8

En relación a la reflexión previa, es muy importante 
el retorno, ya que en muchos casos la Administra-
ción pública tiene puertas abiertas a la ciudadanía, 
pero no hay retroalimentación y no se emite una 
repuesta posterior.

Por otro lado, es importante también que la ciuda-
danía entienda que el agua es un recurso escaso 
y cuya gestión no solo afecta al momento actual, 
sino a las generaciones futuras. 

En el caso concreto del área metropolitana de Sevilla, 
su ubicación geográfica, condiciones naturales y 
sistemas de abastecimiento y gestión, hacen que 
el agua sea un recurso escaso y limitado, por lo 
que conseguir un uso sostenible solo es posible si 
la sociedad entiende esta situación y participa en 
las soluciones viables. Para tener un modelo exitoso 
que camine hacia una economía verde urbana, y 
asumir los retos de la digitalización, necesitamos 
un marco de debate que favorezca el consenso sobre 
las principales cuestiones del ciclo urbano del agua. 
La participación contribuye a la eficiencia, por ejemplo, 
el Plan de Sequía participado, como el realizado hace 
meses por EMASESA, permitirá adoptar medidas de 
manera mucho más ágil, puesto que las acciones 
contempladas para hacer frente a todo tipo de emer-
gencia, ya fueron debatidas, entendidas y aceptadas 
por la ciudadanía. 

Es necesario que la población entienda que la par-
ticipación en la gestión de un bien público como 

el agua supone derechos y obligaciones. Entre esas 
obligaciones, aparece como una exigencia de la par-
ticipación acudir a los órganos de debate con “cono-
cimiento de causa”, ya que cuando se reflexiona con 
información previa, los resultados son mucho más 
enriquecedores, generando más y mejores argumentos.
Esta exigencia no solo está focalizada en los asistentes, 
sino también en el operador público, que debe planificar 
la sesión de trabajo y es el responsable de facilitar 
toda la información sobre la que se va a debatir. Para 
ello, la empresa metropolitana necesitará a profesio-
nales que sepan gestionar grupos, motivar a las per-
sonas, manejar métodos… Al mismo tiempo, en la 
era de la información, tendrá que poner en marcha 
plataformas digitales que faciliten la comunicación 
entre el operador público y la sociedad. Es necesario 
crear nuevas vías de comunicación entre la empresa 
pública y la sociedad a las que todas las personas 
interesadas en participar en la plataforma pueden 
acceder para debatir sobre temas específicos, votar 
y contestar a encuestas que ayuden a la toma de 
decisiones de EMASESA, lanzar peticiones, etc. 

Para no frustrar la participación, ha de establecerse 
un proceso que permita introducir las recomenda-
ciones del órgano de participación en la toma de 
decisiones de la entidad. Se trata de alcanzar una 
participación activa, que influya no sólo en los órganos 
de decisión, sino también en la propia gestión.

El Observatorio del Agua de París como ejemplo de participación

Composición de 
los órganos de 
participación

Parisinos seleccionados

Compuesto por:

 Un representante elegido por el 
 alcalde del distrito

 Un representante de cada grupo
 político del Consejo de París

Un representante de:

 La región municipal Agua de París
 Unión Saneamiento de la región 
 de París (SIAAP)
 TBE Sena de los Grandes Lagos
 La Agencia del Agua Sena-Normandía
 La Dirección regional del medio ambiente
 Agencia del cambio climático parisina
 La Agencia de Gestión de Medio Ambiente
 Agencia Nacional de Vivienda (ANAH)
 La Jefatura de Policía de París
 Taller parisino de urbanismo

Ciudadanos Parisinos
y actores institucionales

Universidades, organizaciones de
investigación, investigadores
independientes

Formado por:

 Centro Nacional de Investigación Científica (CNRS)
 Instituto Nacional de Investigación Agrícola
 Laboratorio de Técnicas Territoriales y Sociales
 AgroParisTech
 Academia del Agua

Representantes de los
usuarios de Agua de París

Un representante de:

 Consumidores
 Protección del medio ambiente
 Propietarios de las agencias y
 administradores de propiedades,
 viviendas sociales
 Grandes consumidores de agua
 Organizaciones profesionales,
 sindicatos, etc.
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París como referencia 

Con todos estos antecedentes y atendiendo la 
necesidad de promover la cultura de la participación 
y de impulsar procesos inclusivos con la sociedad 
en su conjunto, nació en París el Observatorio del 
Agua (OPE), que es una comisión extra-municipal 
creada en 2006 por el alcalde de París, como lugar 
de intercambio y reflexión de los ciudadanos en el 
que se emiten opiniones consultivas con el objetivo 
de ayudar a satisfacer las expectativas de los usuarios 
para el agua y el saneamiento. 

Entre 1984 y 2009, el servicio del agua en París 
fue delegado en sociedades privadas. En 2010, la 
capital francesa ‘remunicipalizó’ el servicio de agua 
después de 25 años de gestión privada a través de 
una concesión a las grandes empresas del sector 
(Veolia y Suez). Las autoridades municipales crearon 
Eau de Paris, una empresa pública que operaría el 
sistema en adelante bajo su supervisión directa. 
Además, representó un reto de consideración ya 
que nunca se había experimentado en Francia la 
remunicipalización de un sistema de esta magnitud, 
y había tareas que la administración de la ciudad 
nunca había realizado, como facturación y atención 
al usuario.

Ya en el año 2001 Bertrand Delanoë, el recién electo 
alcalde de París, publicó un comunicado sobre la 
necesidad de que la ciudad asumiera de nuevo el 
control de los servicios de agua. De inmediato la 
ciudad dio pasos concretos para retomar interna-
mente el control de algunas competencias y capaci-
dades. Por ejemplo, se creó una comisión consultiva 
para la participación de los usuarios en la política 
a seguir sobre el agua y se restableció una sección 
separada para “agua” en el presupuesto de la ciudad. 
Pero no fue hasta el 2010, tras años de largas nego-
ciaciones y solventar importantes desafíos, cuando 
Eau de Paris comenzó a operar el sistema de agua 
de París.

Eau de Paris es ahora una entidad independiente 
con presupuesto y estatus legal propio. Es propiedad 
pública y está bajo el control del ayuntamiento. Su 
Consejo es el órgano supremo de la organización 
e incluye entre sus miembros a un representante 
del Observatoire de l’Eau (Observatorio del Agua).
El Observatorio del Agua fue creado en 2006. Se 
compone de diversos grupos (4) aunque esto no 
impide que, más allá de esta lista de actores ins-
titucionales y profesionales, los ciudadanos puedan 
ser miembros individuales, así como todas las 
asociaciones que lo soliciten. Un ejemplo son los 
“consejeros de barrio”, que son particularmente 
activos en el Observatorio parisino.

El funcionamiento del OPE se rige por un estatuto 
adoptado por todos los miembros, que realizan 
esta actividad de forma voluntaria.

Desde su creación, el Observatorio ha participado 
notablemente ofreciendo información, con dife-
rentes foros, campañas de participación, talleres... 
El observatorio ha debatido y elaborado informes 
anuales sobre el precio y la calidad de los servicios 
de abastecimiento y saneamiento, sobre el futuro 
de la red de captación de agua, el riesgo de inundación, 
el desarrollo del derecho al agua y al saneamiento, 
sobre el plan de modernización de la red de sanea-
miento, el desarrollo de fuentes públicas en la ciudad 
o las campañas de promoción del agua del grifo. 

Todas las actividades y reuniones del Observatorio 
son públicas y su frecuencia se define durante el 
desarrollo del programa de actividades (si bien el 
decreto de 2013 especifica que se reúne al menos 
dos veces al año, la frecuencia de las reuniones 
plenarias ha sido mayor desde 2008, cuatro). Las 
reuniones son anunciadas también en varios sitios 
de Internet y redes sociales con el fin de promover 
una amplia difusión de esta información. Cada reunión 
da lugar a un informe también disponible en el sitio 
web del OPE.

El Observatorio de París es una inspiración y un 
referente no sólo en Francia sino podría decirse a 
nivel mundial, aun así, no existe todavía nada equi-
valente en otra parte del mundo. Son muchos los 
países, comunidades y municipios que basándose 
en el ejemplo de París han decidido volver a la gestión 
pública del agua, pero queda mucho camino por 
recorrer en la participación ciudadana.

Todos los actos, informes y procedimientos oficiales 
relacionados con la gestión del agua deben presen-
tarse al OPE antes de ser considerados por el Consejo. 
Aunque sus decisiones no son directamente vin-
culantes, sí son analizadas y lo que es quizá más 
importante, toda la información está disponible de 
manera accesible.

El retorno a la gestión pública y la creación del 
Observatorio del Agua de París han revitalizado la 
participación de la sociedad civil superando un 
inicial escepticismo.

Diversos medios de comunicación se hacen eco del 
éxito de París: “La remunicipalización de París ha 
acontecido en lo referente a nivel mundial: el primer 
año ahorraron 35 millones de euros, importe que no 
acabó en los bolsillos de unos pocos accionistas 
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sino que se reinvirtió en el servicio, y que permitió 
bajar las tarifas un 8%; crearon un observatorio del agua 
como instrumento de participación donde los vecinos 
y vecinas tienen voz y voto; y establecieron convenios 
con los agricultores aguas arriba del Sena para uso 
fitosanitario ecológico, y han reducido el impacto en 
el medio y mejorado la calidad del agua”. (El PAIS, 13 
octubre 2016).

El Observatorio del agua del área 
metropolitana de Sevilla

En el estado español los operadores públicos, poco 
a poco, también están implementado políticas simi-
lares. Así nos encontramos con los casos de Xávia 
(Alicante), Terrassa (Barcelona) o más recientemente 
la ciudad andaluza de Cádiz. Una de las primeras 
referencias, desde el 2017, es el Observatorio del 
Agua del área metropolitana de Sevilla que impulsa 
el operador público EMASESA. Este observatorio ha 
debatido e informado favorablemente el Plan de 
Emergencia Climática, el Plan de Emergencia ante 
situaciones de Sequía, los fundamentos del Plan 
Estratégico y la matriz de materialidad, la mejora 
en los canales de atención al usuario, el plan de 
inversiones, la evaluación de la gestión en 2020 y 
ha iniciado los debates en torno al Plan de Sosteni-

bilidad de las Infraestructuras. Ha contribuido ya a 
una gestión más eficaz del agua. 

Los objetivos principales son fomentar la participación 
ciudadana y facilitar la transparencia en torno a la 
gestión pública del agua, así como poder contar con 
un organismo de seguimiento de la evolución de 
este servicio público esencial para la población. 
Para darle forma, recientemente se ha reconocido al 
Observatorio, a su estructura y a sus normas funcio-
namiento, como órgano de participación y consulta 
dentro de los estatutos sociales de EMASESA. Se 
inicia así un proceso de institucionalización de este 
instrumento novedoso en la gestión del agua. La 
idea debe ser crear un locus que facilite el consenso 
necesario para encarar los desafíos del agua y de 
la emergencia climática, debatiendo y planificando 
para reducir sus impactos. Para ello será necesario 
seguir avanzando en su estructura, en su autonomía 
y en su dotación de medios físicos y digitales.
 
Esperamos que las ciudades y pueblos del área 
metropolitana de Sevilla hagan suya esta experiencia y 
que tenga continuidad, con el fin de que su sistema de 
agua siga evolucionando hacia la eficacia y la sos-
tenibilidad. Estamos unidos por el agua y a través 
del agua debemos encontrar el modo de construir 
ciudades y pueblos resilientes, abiertos y plurales.
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cambio climático y zonas de captación: 
VALORACIÓN DE LOS CAMBIOS INTRODUCIDOS  
POR LA  TRASPOSICIÓN DE LA DIRECTIVA DE 

AGUAS POTABLES (2021-2023) 
Leandro del Moral Ituarte

lmoral@us.es
Universidad de Sevilla, Fundación Nueva Cultura del Agua 1

1 El texto de este artículo procede de la aportación de la Fundación Nueva Cultura del Agua al debate coordinado por la Red Agua Pública (RAP) sobre 
el proceso de trasposición de la Directiva (UE) 2020/2184 del Parlamento europeo y del Consejo de 16 de diciembre de 2020 relativa a la calidad de las 
aguas destinadas al consumo humano (DAP), desde los borradores iniciales del Real Decreto por el que se establecen los criterios técnico sanitarios del 
suministro y control de la calidad del agua de consumo, hasta la fecha de redacción final del texto (4 de febrero 2023). En la redacción del documento de 
la FNCA participaron Abel La Calle, Francesc La Roca, Julia Martínez y Nuria Hernández-Mora. 

2 Directiva (UE) 2020/2184 del Parlamento europeo y del Consejo de 16 de diciembre de 2020 relativa a la calidad de las aguas destinadas al consumo 
humano (DAP).  

3 Proyecto de Real Decreto por el que se establecen los criterios técnico-sanitarios del suministro y control de la calidad del agua de consumo (diferentes 
versiones desde la de  29.04.2021).

4 Real Decreto 3/2023, de 10 de enero, por el que se establecen los criterios técnico-sanitarios de la calidad del agua de consumo, su control y suministro. 
BOE núm. 9, de 11 de enero de 2023

5 Reglamento del Dominio Público Hidráulico, aprobado por el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril. La propuesta de modificación de este RD fue pre-
sentada y aprobada en el Consejo Nacional del Agua celebrado el 10 de octubre de 2022 

Introducción

Hasta la fecha, aunque en un proceso acelerado de 
cambio de discurso, el cambio climático (CC) no ha 
conducido a propuestas de medidas significativas de 
adaptación, mucho menos de mitigación (CE, 2019, 
WWF, 2019). La trasposición de la Directiva de Aguas 

potables a la legislación española  se presenta como 
una oportunidad para desarrollar medidas para la 
necesaria transición hídrica adaptada a una situación 
de cambio en el régimen de precipitaciones y tempe-
raturas, que conllevan una menor disponibilidad de 
agua y mayores exigencias de conservación de unos 
ecosistemas sometidos a un estrés acrecentado.

Resumen:

El cambio climático está aumentando el estrés de los ecosistemas acuáticos, y con una alta probabilidad 
lo hará más en el futuro. Además de los aspectos cuantitativos, la preservación de la calidad es un factor 
clave para los abastecimientos urbanos. A lo largo del periodo comprendido entre comienzos de 2021 
y comienzos de 2023 se ha producido la trasposición de la nueva Directiva de Aguas Potables (DAP) a la 
legislación española2, lo que crea una buena oportunidad para abordar estos problemas. En este artículo, 
redactado y revisado a lo largo de ese proceso de trasposición, se argumenta que el proyecto de Real 
Decreto3 con el que comenzó tal  proceso reflejaba falta de ambición en lo relativo a las fuentes de 
captación al no avanzar con determinación en la declaración de los perímetros de protección y al no 
plantear con claridad la distribución de responsabilidades  en relación con la gestión del riesgo en 
las zonas de captación. Todas estas valoraciones se contrastan con la versión final del proceso de 
trasposición ya finalizado4 , aunque todavía inconclusa al estar pendiente de completarse con la 
modificación de otra normativa relacionada, el Reglamento del Dominio Público Hidráulico5. 

Palabras clave: Directiva de Aguas Potables; zonas de captación; perímetros de protección.



12

Todas las previsiones apuntan a incrementos de 
la temperatura media, dependiendo del nivel de 
emisiones que se produzca en el futuro. Como 
resultado de ese aumento de temperaturas, espe-
cialmente en primavera-verano, crecerá la evapo-
transpiración de las masas vegetales, potenciando 
la disminución de escorrentías (IPCC, 2022), y por 
lo tanto del agua disponible para los distintos usos. 
En términos generales, considerando los usos del 
agua actuales, las proyecciones de cambio climá-
tico conllevan el aumento del número de días en 
los que las aportaciones de los ríos mediterráneos 
se encuentren por debajo de niveles críticos, con 
problemas para mantener los caudales ambientales. 
También se apunta una reducción significativa de la 
recarga de los acuíferos, lo que, a su vez, significa una 
reducción importante de los recursos disponibles 
para la sociedad. Las mayores temperaturas, espe-
cialmente en verano, aumentarán notablemente 
(ya lo están haciendo) las pérdidas por evaporación 
en los embalses. Por otro lado, el incremento de la 
variabilidad pluviométrica y el correspondiente au-
mento de la torrencialidad aumentarán la erosión 
y la colmatación de embalses, con la consiguiente 
reducción de su capacidad de regulación, que se verá 
acentuada por la reserva de mayores volúmenes de 
resguardo para laminar avenidas. Todo ello agra-
varía el deterioro de las fuentes de agua, con im-
pactos físicos, económicos y ambientales (La Roca 
y del Moral, 2021).

La prioridad efectiva de 
los abastecimientos

En España, aunque los avances técnicos y organiza-
tivos del ciclo urbano del agua han sido muy impor-
tantes en las últimas décadas (Lara, 2018), se reportan 
recurrentemente situaciones de precariedad en el 
suministro de agua potable debidas a la contamina-
ción de las fuentes de captación o al agotamiento de 
las mismas, especialmente en el caso de pequeñas y 
medianas poblaciones. Las indicaciones de agua no 
apta para el consumo humano o los abastecimientos 
mediante cubas forman parte del paisaje hispano, 
de manera tal que, si bien no son generales, tampoco 
se puede decir que sean excepcionales. Además, en 
el contexto incierto del cambio climático deben inter-
pretarse como una señal de alerta ante situaciones 
futuras. La explicación de la reiteración de situaciones 

de precariedad como las mencionadas hay que 
buscarla en el hecho de que la protección de las 
zonas de captación no ha estado suficientemente 
desarrollada ni en la normativa española ni, mucho 
menos, en la práctica. En poblaciones medianas y 
pequeñas, en muchas ocasiones sus fuentes de su-
ministro no son conocidas o reconocidas en la pla-
nificación hidrológica, por lo que no es posible dar 
el paso a la delimitación de áreas de salvaguarda o 
perímetros de protección. 

La protección de las masas de agua de las que se 
capta agua (o se prevé hacerlo en el futuro) para el 
consumo humano es una pieza fundamental en la 
nueva Directiva de Aguas Potables (DAP). Siguiendo 
recomendaciones de la OMS, la nueva Directiva 
apuesta por la adopción de un enfoque orientado 
a la gestión de riesgos, basado en la acción pre-
ventiva tanto de protección de las zonas de capta-
ción, como de todo el proceso de almacenamiento, 
tratamiento y transporte hasta el consumidor. Se 
espera que ello contribuya a una menor necesidad 
de tratamiento y, con ello, a una reducción del uso 
de energía y de productos químicos vertidos al medio. 
Por otra parte, la gestión del riesgo debe favorecer la 
disminución de la contaminación de los territorios 
en los que se sitúan las captaciones y la aplicación 
del principio de quien contamina paga. 

El cambio de perspectiva que propugna la DAP 
traslada el centro de gravedad a la gestión de los 
riesgos, a la prevención y corrección de la conta-
minación en las fuentes. Una protección de las 
captaciones sin las suficientes garantías de cum-
plimiento pone en riesgo todo el sistema y puede 
comprometer la garantía sanitaria de los abasteci-
mientos. Por este motivo, si se relajaran los contro-
les en los abastecimientos sin hacer cumplir estric-
tamente las medidas de prevención en las zonas 
de captación se incrementarían los riesgos para la 
salud. Es por este motivo por lo que en el proceso 
de trasposición de la DAP a la legislación española 
es importante proceder con rigor. 

El origen de este artículo ha sido precisamente el 
seguimiento del proceso de redacción de la DAP en 
Europa (Comisión Europea, Consejo y Parlamento) 
entre 2018 y 2020 y de su trasposición a la legislación 
española desde principios de 2021 hasta principios 
de 20236. 

6 El seguimiento se ha referido no solo al aspecto en el que este artículo se centra, el nuevo enfoque de gestión del riesgo en las zonas de captación, 
sino a las restantes dimensiones de la nueva DAP, especialmente los nuevos planteamientos en relación con el Derecho Humano al Agua y los aspectos 
relacionados con la gobernanza (información, trasparencia y rendición de cuentas). Véase una síntesis de este debate en: Carta de la RAP a la Ministra 
de Sanidad sobre la Directiva de Agua Potable (09.06.21) - Fundación Nueva Cultura del Agua - FNCA

https://fnca.eu/107-novedades/1539-carta-de-la-rap-a-la-ministra-de-sanidad-sobre-la-directiva-de-agua-potable-09-06-21
https://fnca.eu/107-novedades/1539-carta-de-la-rap-a-la-ministra-de-sanidad-sobre-la-directiva-de-agua-potable-09-06-21
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Hasta el momento, este proceso ha culminado en la 
aprobación del Real Decreto 3/2023, de 10 de enero, 
por el que se establecen los criterios técnico-sanitarios 
de la calidad del agua de consumo, su control y su-
ministro. Para que este proceso se complete, to-
davía se precisa la aprobación de la modificación 
en curso del Reglamento del Dominio Público Hi-
dráulico (RDPH).

Aspectos sensibles en el proceso 
de transposición de la DAP

A continuación presentamos el contraste entre 
nuestras valoraciones de los borradores de RD 
(Versión 2. 29.04.2021 y siguientes) con los que se 
inició el proceso de trasposición y los contenidos 
del RD 3/2023 finalmente aprobado. El departa-
mento proponente de la nueva normativa fue el 
Ministerio de Sanidad, aunque también participaron 
otros Ministerios, algunos como proponentes, 
como el Ministerio para la Transición Ecológica y 
el Reto Demográfico, el Ministerio de Consumo, 
el Ministerio Agricultura, Pesca y Alimentación, el 
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio y el 
Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030. La 
perspectiva diacrónica que aquí se presenta puede 
facilitar la comprensión de la complejidad y los ma-
tices del proceso. 

Zonas de captación

El artículo 2 del  proyecto de RD con el que se inició 
la trasposición recogía  la definición de “zona de 
abastecimiento” pero no la definición de “zona de 
captación”, pese a que en su articulado se utilizaba 
abundantemente dicho término. Debería incluirse, 
dijimos en las alegaciones de la Red Agua Pública 
(RAP), la definición de “zona de captación” en el 
artículo 2.  Debería utilizarse para ello un criterio 
de área con una amplitud adecuada, dejando claro 
que una zona de captación no puede entenderse 
sólo como la geolocalización del punto de extracción.

En el RD 3/2023 aprobado (Artículo 2.y) sí se define la 
“zona de captación” adecuadamente, designándo-
se como aquella “zona en la que se produce la cap-
tación de agua destinada a la producción de agua 
de consumo, y en la que las actividades presentes, 
usos de suelo o naturaleza del mismo pueden tener 

influencia en la calidad del agua captada”. En el caso 
de captaciones de aguas superficiales continenta-
les la zona de captación estará formada por el área 
hidrológica, cuenca o subcuenca de drenaje, que 
drena sus aguas hacia el punto de extracción. En el 
caso de captaciones de aguas superficiales costeras 
será la zona aledaña al punto de extracción tal que el 
agua contenida en la misma sea susceptible de ser 
extraída por la captación en condiciones normales 
de servicio. En el caso de captaciones de aguas 
subterráneas será la superficie del terreno tal que 
el agua que se infiltra a su través puede acabar sa-
liendo por la captación en condiciones normales 
de servicio. Esta delimitación también se aplicará 
en el caso de los manantiales.

Eventos peligrosos

La propuesta inicial  de los borradores presentados 
durante 2021 definía evento peligroso como “hecho 
o suceso que introduce peligros en la zona de 
abastecimiento o en sus infraestructuras o no los 
elimina”. Esta definición restringía los eventos pe-
ligrosos a la zona de abastecimiento y sus infraes-
tructuras, pero no aseguraba su aplicación a las zonas 
de captación, como establece la DAP. En aquel mo-
mento manifestamos que el evento peligroso de-
bería definirse como aquel que “introduce peligros 
en la zona de captación o en la zona de abasteci-
miento”. De otra forma, se podría interpretar que 
los eventos peligrosos se analizarán en principio 
al nivel de las zonas de abastecimiento, que son 
responsabilidad de los operadores del agua, pero 
no en las zonas de captación, que son responsabi-
lidad de los organismos de cuenca.

En la versión aprobada ha desaparecido la locución 
“evento peligroso” del Artículo 2. Definiciones, pero 
se ha mantenido en el articulado posterior, como el 
Artículo 52. Elementos de evaluación de riesgos de las 
zonas de captación, y el Artículo 54. Detección de peli-
gros y eventos peligrosos en las zonas de captación.1, 
en el que se dice que: “La detección de peligros y 
eventos peligrosos en las zonas de captación inclu-
ye: a) la detección de los peligros y eventos peligro-
sos en las zonas de captación; y b) la evaluación de 
los riesgos que puedan plantear para la calidad de 
las aguas de consumo: los riesgos potenciales que 
podrían causar el deterioro de la calidad del agua 
en la medida en que pueda constituir un riesgo 
para la salud humana”.

7 La Red Agua Pública (RAP) es un espacio que aglutina a diferentes movimientos sociales, instituciones y personas que promueven una visión del agua 
como bien común y servicio público. La FNCA forma parte de ella. Desde comienzos de 2021 la RAP se personó en el debate sobre la trasposición de la 
DAP al marco legal español.  En 2022 publicó sus Comentarios al proyecto de Real Decreto por el que se establecen los criterios técnico-sanitarios del 
suministro y control de la calidad del agua de consumo, marzo 2022.
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Controles en zonas de captación para 
abastecimiento humano

Antes de entrar en las novedades que la nueva 
normativa introduce, hay que hacer un balance 
de la situación actual. Así  por ejemplo, el artículo 
29.2. de uno de los proyectos iniciales (en este caso, 
el borrador de septiembre de 2021) señalaba que la 
Administración hidráulica informará a los operadores 
del agua y autoridades sanitarias sobre “los resul-
tados analíticos del agua destinada a la producción 
de agua de consumo de las zonas protegidas para 
captaciones de agua de consumo”. Lo mismo se dice 
en el RD 3/2023 final, en este caso en el artículo 31.2.  
Pero el problema real que no puede dejar de seña-
larse es que en muchos puntos de abastecimiento no 
se han identificado y declarado las zonas protegidas 
asociadas, y el borrador inicial de trasposición no es-
tablecía determinaciones normativas concretas para 
su declaración. Como veremos más adelante, en el 
momento actual, el proceso de modificación del 
RDPH abre perspectivas de avances en este punto. 

Con ese telón de fondo, durante el proceso de tras-
posición a lo largo de 2021 y 2022, se desarrolló 
un debate sobre un aspecto muy significativo de 
la nueva normativa: la distribución de responsa-
bilidades, o quizás mejor decir, la emergencia de 
responsabilidades por parte de los operadores 
respecto de las zonas de captación. En este sen-
tido, el artículo 30.3 del proyecto de 2021 arriba 
mencionado señalaba que los titulares de las capta-
ciones en los procesos de solicitud de concesiones  

remitirán al organismo de cuenca un informe con 
diversos apartados, incluyendo uno relativo a “po-
sibles focos de contaminación de aguas arriba en 
caso de origen superficial y en el terreno, en caso 
de origen subterráneo, y medidas y perímetros de 
protección previstos”. Sin embargo, tanto el diag-
nóstico sobre focos potenciales de contaminación 
de las aguas superficiales y subterráneas como las 
medidas a aplicar para prevenir dicha contamina-
ción y los perímetros de protección a establecer, 
son responsabilidad directa y principal del orga-
nismo de cuenca, no del titular de la captación. En 
este sentido, en las alegaciones de la RAP de 2022 
se recordaba que es el organismo de cuenca quien 
debe identificar los focos de riesgo y sus causas, 
imponer las medidas necesarias para evitarlos y 
establecer los perímetros de protección adecua-
dos. Según estas mismas opiniones, el artículo 
30.4. de ese borrador qu ese criticaba, ahondaba 
en esta problemática distribución de funciones, al 
señalar que las medidas de protección son respon-
sabilidad del titular de la captación, sin referencia 
a las obligaciones de protección del organismo de 
cuenca (“El titular deberá instalar las medidas de 
protección adecuadas, según establezca la autori-
dad sanitaria, con el fin de evitar la contaminación 
y degradación de la calidad del agua”). Se trata de 
un punto de difícil relación con el siguiente, 30.5, 
que señalaba que el organismo de cuenca tiene 
también competencias, sin más detalle (“El operador 
de la toma de captación mantendrá las medidas de 
protección propias de su competencia sin perjuicio 
de las competencias del organismo de cuenca”). 
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Los alegantes agrupados en la RAP opinaron que 
las responsabilidades de la protección de la calidad 
del agua estaban confusas en este artículo y que la 
versión final de la trasposición debería dejar claro 
que el organismo de cuenca es el responsable de 
las medidas de protección en las zonas de capta-
ción, mientras que el titular de la captación es res-
ponsable de la protección, justamente, a partir de 
dicha captación. 

Pese a estas opiniones presentadas durante el pro-
ceso de trasposición a lo largo de 2021 y 2022, 
las formulaciones iniciales se mantienen en el RD 
3/2023, en este caso en el artículo 32. Es un con-
tenido importante que se relaciona con nuevos 
planteamientos que sitúan a los operadores ante 
nuevos compromisos y responsabilidades en un 
tema de gran importancia: la garantía de calidad 
del recurso en las zonas de captación. Un tema 
fundamental en el novedoso enfoque de gestión de 
riesgos, en el que partimos de graves carencias en lo 
que se refiere a la implementación de la normativa 
hasta ahora vigente. 

En cualquier caso, en la versión final (RD 3/2023, 
artículo 50.1.a.) se establece que la evaluación y 
gestión del riesgo en las zonas de captación de agua 
de consumo “corresponderá a la administración hi-
dráulica”. Y, volviendo al discurso de corresponsa-
bilización, en el artículo 57.1.a.3.º se dice: “Se velará 
por que los contaminadores, en colaboración con 
los operadores y otras partes interesadas pertinentes, 
tomen dichas medidas preventivas [de gestión de 
riesgos en las zonas de captación] de conformidad 
con la normativa de aguas de aplicación”.

Otras críticas que se representaron durante los 
debates de 2021 y 2022 se refirieron al rigor en 
los controles. Así, en el artículo 30.7 del borrador 
mencionado (septiembre de 2021), se establecía 
que el titular de la captación debe señalar al menos 
un punto de muestreo en la zona de captación. 
Pero, en opinión de los alegantes, un punto único 
de muestreo no puede ser suficiente, ya se trate 
de aguas superficiales o subterráneas. Se debería 
exigir una caracterización de la calidad del agua en 
un área más amplia, correspondiente al perímetro 
de protección del punto de captación (si está ya de-
finido y declarado) o zona equivalente (si todavía 
no lo está), en la que tomar un número adecuado 
de muestras. Además, estos puntos de muestreo 
y su localización deberían ser establecidos por el 
organismo de cuenca, que es quien tiene o debe 
tener la información más completa en cuanto a 
los riesgos potenciales de contaminación en cada 
zona de captación. La ubicación de los puntos de 
muestreo no puede ser una decisión que se deje al 
titular de la captación.

En este caso, sin embargo, la Disposición final se-
gunda de la versión final de la trasposición (RD 
3/2023) dedicada a la Modificación del Real Decreto 
817/2015, de 11 de septiembre, por el que se estable-
cen los criterios de seguimiento y evaluación del estado 
de las aguas superficiales y las normas de calidad am-
biental, refiriéndose al control de aguas destinadas al 
abastecimiento establece que “Se elegirá un núme-
ro suficiente de puntos de muestreo en las masas 
de agua con objeto de evaluar la magnitud y el im-
pacto de las presiones a las que está sometida”.
 

Perímetros de protección

Según algunas opiniones críticas, el proceso de tras-
posición de la DAP amenazaba con desaprovechar la 
oportunidad de reforzar la obligatoriedad de esta-
blecer perímetros de protección en todas las capta-
ciones de agua para uso humano, previendo para 
ello los plazos necesarios. Declarar perímetros de 
protección para las zonas de captación constituye 
una obligación ya recogida en la normativa espa-
ñola, frecuentemente incumplida. La trasposición 
constituye el momento y el instrumento adecuado 
para resolver esta importante deficiencia. Sin em-
bargo, el artículo 53.1.d) del proyecto inicial de 
RD (2021) se limitaba a repetir lo establecido por 
la DAP, acerca de que tales perímetros se podrán 
crear o modificar, sin obligación alguna de ello. 
También la versión final de la trasposición, el RD 
3/2023,  en su artículo 57.1.d dedicado a medidas 
de gestión de riesgos en las zonas de captación, no 
pasa de establecer que “se evaluará la necesidad de 
crear o adaptar los perímetros de protección para 
las aguas subterráneas y superficiales, de confor-
midad con el artículo 57 del Real Decreto 907/2007 
[Reglamente de Planificación Hidrológica], y los ar-
tículos 172 y siguientes del Real Decreto 849/1986 
[Reglamento de Dominio Público Hidráulico]”. Ya 
previamente, en el artículo 53.1.b,  se señala que la 
caracterización de las zonas de captación incluirá la 
cartografía de los perímetros e protección, “cuando se 
hayan establecido” de conformidad con la normativa 
anteriormente mencionada, es decir el Reglamento 
de la Planificación Hidrológica (RPH) y el RDPH. 

Es en relación con este último con el que se están 
produciendo novedades significativas: la modifica-
ción de RDPH, que se preveía en una Disposición 
final primera del texto del proyecto de RD de trans-
posición de la DAP que llegó al Consejo Nacional 
del Agua celebrado el 10 de octubre de 2022. En el 
propio proyecto de RD se incluía una nota en la que 
se decía que se estaba valorando por parte del Minis-
terio para la Transición Ecológica y el Reto Demográ-
fico solicitar la eliminación de esta disposición ya que 
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“se considera más adecuado incluir este contenido 
en el proyecto de modificación del Reglamento del 
Dominio Público Hidráulico sometido también a in-
forme en este Consejo Nacional del Agua”.

Efectivamente, en esta modificación, todavía no 
aprobada en el momento en el que se escribe este 
artículo, se está desarrollando de manera más de-
tallada la definición de perímetros de protección 
para captación de aguas destinadas al abasteci-
miento de poblaciones. En el caso de tratarse de 
aguas subterráneas se propone, de manera inno-
vadora, una metodología específica que contempla 
la delimitación de cuatro zonas en las que se de-
bería restringir la actividad humana atendiendo al 
riesgo contaminante de la misma y la vulnerabilidad 
del terreno. 

Concretamente, en la modificación del RDPH se 
añade el artículo 243 ter que se redacta en los 
siguientes términos: “Perímetros de protección 
de captaciones de agua destinadas al consumo hu-
mano. 1. Las administraciones competentes en el 
abastecimiento urbano y los organismos de cuenca 
podrán determinar perímetros de protección, para 
todas aquellas captaciones de agua destinada a 
consumo humano incluidas en el Registro de Zonas 
Protegidas al que se refiere el artículo 99 bis del 
TRLA, que proporcionen un volumen medio de, al 
menos, 10 metros cúbicos diarios o abastezca a 
más de 50 personas”. En línea con lo argumentado 
a lo largo de este texto, es lógico que defendamos 
la necesidad de que ese “podrán” se sustituya en 
la versión final de la modificación del RDPH por un 
rotundo “deberán”, con el establecimiento de plazos 
temporales precisos para su determinación. 

De gran importancia es el apartado 4 de este nuevo 
artículo del RDPH, en el que se establece que “las 
limitaciones de actividades o instalaciones que 
puedan afectar a la calidad de las aguas de forma di-
recta o indirecta, basadas  en las recomendaciones 
incluidas en el anexo correspondiente, vincularán 
a las autoridades competentes en la elaboración 
de los instrumentos de ordenación urbanística, los 
cuales contendrán las previsiones adecuadas para 
garantizar la no afección de la calidad del agua en 
estas captaciones, cuestión que será evaluada a 
la hora de emitir el informe del artículo 25.4 del 

TRLA8 que habrán de solicitar dichas autoridades 
al organismo de cuenca”.

El Informe previo de los Organismos de Cuenca 
al que hace referencia el apartado 4 mencionado, 
es un mecanismo de coordinación interadminis-
trativa fundamental, clave para la coordinación de 
la gestión del agua (responsabilidad de la Admi-
nistración General del Estado en demarcaciones 
hidrográficas intercomunitarias) y, la ordenación 
urbanística (competencia de los Ayuntamientos) y la 
ordenación del territorio (competencia de las Co-
munidades Autónomas). Como señala el texto de 
modificación del RDPH presentado al mismo CNA 
de 10 de octubre, se trata de un informe “inexcu-
sable”. Esta expresión, que refuerza la importancia 
de esta instancia, no debiera eliminarse del tex-
to de la modificación del RDPH que finalmente se 
apruebe.  Como afirmó  el Defensor del Pueblo en 
2009, refiriéndose este Informe del artículo 25.4 de 
la Ley de Aguas: “un informe expreso desfavorable 
vincula la decisión urbanística, hasta el punto de ha-
cerla radicalmente nula por vulneración de derechos 
fundamentales (artículos 45 y 47 CE y 62.1.a LPC)” 9. 
Recordemos también que la Ley de Aguas para 
Andalucía de 2010 (Ley 9/2010, de 30 de julio) esta-
blece el carácter vinculante de este informe (Artículo 
42. Ordenación territorial y urbanística, 2). 

Consideraciones finales

La trasposición de la DAP (en el momento que se 
escribe este texto todavía queda por culminar la 
modificación del RDPH) puede generar importantes 
avances en la normativa de los  abastecimientos de 
agua en España. En estas páginas solo nos hemos 
fijado en lo referente al nuevo enfoque de gestión 
del riesgo en las zonas de captación de aguas para 
consumo humano. En este tema concreto, la tras-
posición constituye una gran ocasión para dar un 
impulso legal y efectivo al establecimiento de pe-
rímetros de protección en todas las captaciones de 
aguas para el abastecimiento de poblaciones. La 
administración responsable de definir perímetros y 
establecer las medidas de protección es el organismo 
de cuenca. Sin ignorar esta realidad, es fundamental 
la coordinación de competencias locales y autonómicas 

8 TRLA, Artículo 25 4. “Las Confederaciones Hidrográficas emitirán informe previo, en el plazo y supuestos que reglamentariamente se determinen, sobre 
los actos y planes que las Comunidades Autónomas hayan de aprobar en el ejercicio de sus competencias, entre otras, en materia de medio ambiente, 
ordenación del territorio y urbanismo, espacios naturales, pesca, montes, regadíos y obras públicas de interés regional, siempre que tales actos y planes 
afecten al régimen y aprovechamiento de las aguas continentales […], teniendo en cuenta a estos efectos lo previsto en la planificación hidráulica y en las 
planificaciones sectoriales aprobadas por el Gobierno”. Disposición final primera de la Ley 11/2005, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley 10/2001, 
de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional. 

9 Defensor del Pueblo, Agua y ordenación del Territorio, Madrid, 2009, pág. 63.



17

sobre los usos del territorio que esta tarea conlleva. 
Sin esa cooperación y coordinación no habrá avances 
significativos. A esto se añade la necesidad de re-
gular el papel y las responsabilidades, y aprovechar 
las capacidades, de los operadores de los servicios. 
Se trata de un nuevo de reto de cooperación mul-
tinivel de múltiples agentes, sobre la base de una 
coordinación normativa clara. 

La transposición (todavía queda por aprobar el 
elemento clave de modificación del RDPH) debe 
incluir plazos para el desarrollo reglamentario de 
esta tarea, para la elaboración de instrucciones 
metodológicas y para su aplicación. No podemos 
ignorar que el principal problema no es solo la falta 
de declaración de perímetros de protección –hay 
unos 8.000 ya declarados en todo el país– sino la 
ausencia o debilidad de los planes de protección, 
la identificación de actuaciones permitidas o no en 

los mismos y la difícil e imprescindible coordinación 
administrativa que esto supone. También existen 
estrategias de gobernanza territorial (gestión de  
servicios ecosistémicos, custodia del territorio, etc.) 
que deberán desarrollarse. Estos problemas no se 
abordan con claridad en la transposición, que todavía 
puede mejorarse en la modificación normativa aún 
no concluida en el momento en el que se redacta 
este texto.

La transición a la relajación de las exigencias de 
control que supone el nuevo enfoque de gestión de 
riesgos que introduce la DAP debe condicionarse a 
la puesta en marcha efectiva de la protección de 
las zonas de captación, con el fin de evitar absolu-
tamente cualquier riesgo sanitario, acrecentado en 
la realidad actual y aún más en los cada vez más 
preocupantes escenarios de cambio climático.
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“Rejuvenecer a cada instante el mundo: 
tarea del agua!“

Joaquín Araujo.

Ante el estado degradado y estresado de nuestros 
ríos y acuíferos nos posicionamos entre la indife-
rencia y el desconocimiento, de los más, frente a 
la indignación, de los menos; En las situaciones de 
sequía o ante las advertencias de los impactos que 
vamos a ir percibiendo del cambio climático, la ma-
yoría requerimos actuaciones drásticas y rápidas 
de las autoridades, pero con muy diversos objetivos, 
desde aumentar las obras de regulación hasta 
disminuir los usos del agua en nuestra sociedad. 
Las respuestas sociales mayoritarias están muy in-
fluenciadas por la desvinculación que tenemos de 
la naturaleza y en concreto de nuestros ríos como 
prestadores de servicios ecosistémicos para nuestra 
supervivencia. Ha influido, seguramente, la gestión 
centralizada y tecnocrática del agua realizada por las 
administraciones estatal y autonómica frente a la 

gestión cercana de los municipios, como era tradi-
cional hasta el siglo XX. 

Esta desvinculación es consecuencia de habernos 
convertido en sociedades urbanas y tecnológicas 
que separan el disfrute de los bienes y servicios de 
los ecosistemas y territorios que los dispensan. No 
siempre fue así, puesto que a lo largo de nuestra 
historia la vinculación del agua a las vidas de nuestros 
antepasados era muy fuerte, les hacía muy depen-
dientes de ella, y debían gestionarla manteniendo 
los equilibrios entre los escasos recursos y los diversos 
intereses de los habitantes de los pueblos y ciudades. 
Citaré, entre las múltiples ordenanzas municipales 
de los municipios andaluces, una Orden del Cabildo 
de Baena, en Córdoba, del año 1540: “…Que se 
pusieran en el pilar bajo unas pasaderas para que 
la gente pudiera arrimarse a llenar los cántaros, y 
se prohibiera que nadie se acercara a lavar trapos 
ni hortalizas en el pilar, ni atajaran el agua del viaje 
para riegos y otros usos”.

Resumen:

Nuestra sociedad siente desasosiego por las consecuencias de la gestión del agua, especialmente en 
las sequías e inundaciones, pero sin cuestionarse los valores que sustentan el exceso de extracciones de 
los ríos, la contaminación que les aportamos y el deterioro de los ecosistemas hídricos. Ante ello es 
necesario rearmar a la sociedad con una nueva cultura del agua que priorice su gestión ecosistémica, 
que nos asegure un uso sostenible de la misma y nos aporte resiliencia ante los impactos que nos oca-
sionará el cambio climático. Los recursos hídricos decrecerán con el cambio climático y en consecuencia, 
la gestión del agua urbana debe continuar los esfuerzos de reducción del consumo, el regadío debe 
adaptar su tamaño a los recursos disponibles y todos los usos tienen que reducir drásticamente la 
contaminación que vierten a las aguas. La restauración de los ríos y los ecosistemas hídricos debe ser 
una prioridad para que uno de los valores de nuestra sociedad vuelva a ser “el agua es vida”. 

Palabras clave: Cambio climático; cultura del agua; gobernanza del agua; restauración de ríos; usos del agua.
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La ilusión del proceso tecnocrático, acelerado en 
la segunda mitad del siglo XX, y la urbanización de 
nuestra sociedad debilitaron fuertemente estos 
valores sociales, ambientales y de cercanía y depen-
dencia del agua. Para comprender estos profundos 
cambios recordemos que en los últimos 75 años la 
población española ha crecido un 80% y el PIB se ha 
multiplicado por 8 a precios constantes. Para aten-
der a las necesidades de agua de nuestra sociedad 
hemos multiplicado por 2,5 el consumo de agua y 
por 9 la capacidad de nuestros embalses. Como con-
secuencia se han degradado nuestros ríos y acuí-
feros, reduciéndose drásticamente los caudales cir-
culantes, se han contaminado las aguas, se ha roto 
la conectividad de los ríos por múltiples infraes-
tructuras que los fragmentan y se ha minimizado 
el funcionamiento de los ecosistemas hídricos. 

Lo que llamamos Nueva Cul-
tura del Agua no es más 
que la actualización 
a los valores, 
requerimientos, 
problemas y 
tecnologías de 
nuestra socie-
dad de la antigua 
cultura del agua que 
ha permitido, a lo largo 
de los siglos, atender las 
necesidades de la sociedad 
manteniendo los equili-
brios ecológicos vitales, 
procesos rotos a lo largo 
del siglo XX en que hemos 
creído que podíamos pres-
cindir de sentirnos naturale-
za y convivir en ella.

No somos una excepción en Europa, 
compartiendo con todos los países, 
aunque con distinto énfasis en las causas 
del deterioro, un mal estado de nuestros ríos y 
ecosistemas hídricos. Esta realidad propició la vo-
luntad de todos los países de la UE para revertir esta 
situación con la promulgación en el año 2000 de la 
Directiva Marco del Agua (DMA) que proclama que 
“El agua no es un bien comercial como los demás, 
sino un patrimonio que hay que proteger, defender 
y tratar como tal.” y cuyo objetivo es la protección 
de las aguas superficiales continentales, las aguas 
de transición, las aguas costeras y las aguas sub-
terráneas, previniendo todo deterioro adicional y 
proteger y mejorar el estado de los ecosistemas 
acuáticos, promoviendo un uso sostenible del agua 

basado en la protección a largo plazo  de los recursos 
hídricos sostenibles, reducir progresivamente los 
vertidos a los cauces y la contaminación de las 
aguas subterráneas y contribuir a paliar los efectos 
de las inundaciones y sequías.

La DMA se distancia abiertamente de las denomi-
nadas políticas de oferta de agua que han orientado el 
quehacer de nuestras administraciones del agua, 
inducidas por la demanda constante de más re-
cursos hídricos que reclamaban los sectores de 
los usuarios: el regadío, las empresas hidroeléctricas 
y los abastecimientos urbanos. Determina que la 
satisfacción de las demandas solo será sostenible si 

conseguimos disponer de unos 
ecosistemas hídricos en 

buen estado, objetivo 
que deberíamos haber 

alcanzado en el año 
2015, pero que 

puede retrasar-
se justificada-

mente hasta 
2027. Lejos 
estamos de 
alcanzar es-

tos objetivos en 
nuestro país y en 

el Guadalquivir úni-
camente el 60% de las 
masas de agua están 
en buen estado, sien-
do muy difícil que lo 
mejoremos adecuada-
mente al final del ter-

cer ciclo de planificación 
2022-2027. 

Las causas principales del 
deterioro de nuestros eco-

sistemas y recursos hídricos 
radican en la excesiva utilización 

del agua (en el Guadalquivir utilizamos 
el 54% de las aportaciones y consumimos el 46%), 
la contaminación por nitratos y pesticidas y la de-
gradación de los cauces por intervenciones que 
los fragmentan e impiden el transporte de sedi-
mentos y alteran los procesos geomorfológicos, 
establecen barreras a las especies, ocupan las lla-
nuras de inundación, aumentando el riesgo de las 
mismas, y eliminan la vegetación de ribera; como 
consecuencia los caudales circulantes son mínimos 
en gran parte del año (los llamados caudales eco-
lógicos), pero que en verano sirven de canales de 
transporte del agua para el regadío, invirtiendo el 
ciclo hidrológico natural.



20

Con este modelo de intervención en nuestros ríos 
no conseguimos satisfacer las demandas, que crecen 
siempre más que la oferta de nuevos recursos. En 
el Guadalquivir hay conciencia, desde la intensa 
sequía 1992-1995, por parte de las administraciones 
y los usuarios, de que no pueden conseguirse más 
recursos hídricos y que hay que contener las de-
mandas, enfatizar el ahorro de agua en todos los 
usos y gestionar los recursos en períodos amplios 
para hacer frente a las sequías. Pero del discurso 
teórico a los hechos hay mucha diferencia: en este 
período se ha aumentado un 29% la capacidad de 
los embalses (1800 hm3 adicionales), los regadíos, 
que consumen el 86% del agua en la 
cuenca, han crecido en 275 mil ha 
(46%) y se ha modernizado el 
40% de la superficie de riego, 
pero llevamos dos años 
con restricciones de 
la demanda de los 
regadíos (21 y 27% 
respectivamente) 
y en esta próxima 
campaña se redu-
cirán drásticamen-
te las dotaciones de 
riego. El regadío del 
Guadalquivir es exitoso 
productivamente pero un 
gran problema para el 
equilibrio ecológico del 
río y, al mismo tiempo, 
tiene los pies de barro 
al no ser capaz de ga-
rantizar las necesidades 
de agua.

Distinta es la senda reco-
rrida por los abastecimien-
tos urbanos desde la gran 
sequía de los años noventa del 
siglo pasado en la cual gran parte 
de la población sufrió intensas y dura-
deras restricciones. Valga como ejemplo la gestión 
del abastecimiento del Área metropolitana de Sevilla, 
con una población de 1,4 millones de habitantes, que 
ha resultado exitosa: la concienciación ciudadana, 
la mejora de las redes de distribución del agua y 
una gestión responsable con la ciudadanía han 
permitido garantizar el servicio en todo este período, 
disponiendo después de este otoño-invierno tan seco 
de reservas para más de dos años.

En casi 30 años la población atendida por EMASESA 
y ALJARAFESA ha aumentado en un 23%, pero el 

consumo unitario facturado ha descendido un 
39%, se han reducido las pérdidas un 55% y la de-
manda en alta de los embalses se ha reducido un 
44%: se puede gestionar el agua de manera más 
satisfactoria para la población y respetuosa con el 
mantenimiento del buen estado de nuestros ríos.

Introducir el proceso del cambio climático en el de-
bate sobre la gestión del agua es esencial, teniendo 
en cuenta las evidencias y las incertidumbres, in-
teriorizando una realidad que vamos percibiendo 
día a día, como que las temperaturas medias han 
crecido más de 1ºC respecto a los niveles prein-
dustriales y la irregularidad climática se amplifica 

con sus consecuencias de sequías e inun-
daciones. El cambio climático nos va 

a afectar de manera especial a la 
región mediterránea, y en Anda-

lucía lo sufriremos más que el 
norte de la península, según 

los diversos modelos de si-
mulación de sus efectos. 
Para el horizonte de 
2040, en relación a los 
niveles preindustriales, 

el aumento de la tempe-
ratura se prevé que sea de 

1,6º y la precipitación dismi-
nuirá un 2,4%; el efecto combi-

nado de una mayor evapotrans-
piración de la vegetación 

(ligada a la temperatu-
ra) y la disminución de 
la lluvia provocará una 
minoración de la esco-
rrentía de nuestros ríos 

del orden de un 10%. Los 
fenómenos extremos de 

sequías e inundaciones au-
mentarán su frecuencia y vi-

rulencia. Las altas temperaturas 
afectarán a la salud de la población, 

especialmente de las personas mayores o 
con patologías crónicas. Nuestros bosques mediterrá-
neos acusarán un estrés en su desarrollo vegetativo 
y la biodiversidad de nuestros ecosistemas se verá 
alterada, probablemente de manera irreversible.

La UE lidera en los últimos años las políticas de mi-
tigación y adaptación al cambio climático englobadas 
en el Pacto Verde Europeo con el que pretende una 
nueva estrategia de crecimiento destinada a trans-
formar la UE en una sociedad equitativa y próspera, 
con una economía moderna, eficiente en el uso de los 
recursos y competitiva, en la que no habrá emisiones 
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netas de gases de efecto invernadero en 2050 y el 
crecimiento económico estará disociado del uso de 
los recursos. De él han dimanado la Estrategia so-
bre Biodiversidad para reintegrar la naturaleza en 
nuestras vidas, la Estrategia de la granja a la mesa 
para un sistema alimentario justo, saludable y res-
petuoso con el medio ambiente y la Estrategia de 
adaptación al cambio climático de la UE para forjar 
una Europa resiliente. A nivel nacional y autonómico se 
han elaborado políticas que desarrollan las estrategias 
europeas: dependerá de la ciudadanía, de nosotros, 
que exijamos que se traduzcan en actuaciones 
concretas estas buenas intenciones imprescindibles 
para nuestra adaptación al cambio climático, acep-
tando los costes económicos y sociales que compor-
te, lo que exige una transición justa en el reparto de 
las cargas.

Necesitamos nuevas políticas de gestión del agua 
para este proceso de transición a una sociedad y eco-
nomía Verde, lo que requiere la comprensión y acep-
tación de los ciudadanos: un cambio desde el desco-
nocimiento y la indiferencia actuales a la formación 
y la participación, lo que exige una gobernanza del 
agua con unas administraciones transparentes, im-
plicadas en los nuevos paradigmas y que fomenten 
la participación en los debates y decisiones.

El ciclo integral del agua urbana debe continuar 
con las políticas que propician el uso responsable 
del agua por los ciudadanos, la introducción de es-
trategias de gestión ambiental de los recursos, la 
mejora de la depuración de las aguas y la aplicación 
de técnicas de drenaje urbano sostenible que na-
turalicen nuestras ciudades y nos hagan más resi-
lientes frente a las inundaciones. Pero, sobre todo, 
debe recuperar la gestión pública participativa, 
liderada por la administración local, sea cual sea el 
modelo de prestación de los servicios.

Importantes cambios deben producirse en el sector 
del regadío, partiendo de que hemos superado la 
utilización sostenible de nuestros recursos, que 
irán decreciendo en los próximos años por los 
efectos del cambio climático, lo que obliga a estra-
tegias de reducciones importantes del consumo de 
agua: deberán combinarse diversas actuaciones 
como la introducción de técnicas de riego defici-
tario controlado (reducen de manera importante 
el consumo de agua con pequeñas pérdidas de la 
producción), disminución de la superficie de riego 
de las explotaciones cambiando la orientación pro-
ductiva del resto dedicándola a cultivos con mayor 
valor añadido y empleo, e incluso reversión a secano 
de explotaciones poco rentables. Este proceso 
requerirá la concertación de las políticas de agua y 
agraria, especialmente la PAC, para conseguir una 
transición justa que evite perjuicios importantes a 
las pequeñas y medianas explotaciones y a los te-
rritorios más desfavorecidos. Es urgente también 
atajar la contaminación difusa producida por los 
fertilizantes y pesticidas, apoyando a la agricultura 
ecológica y exigiendo al resto utilizar las técnicas 
de la agricultura integrada que propicia prácticas 
de cultivo respetuosas con el medio ambiente y re-
ducen el uso de productos químicos. El conjunto 
de estas medidas permitirán avanzar en la estrategia 
europea de la granja a la mesa. 

Para seguir disponiendo de agua para nuestras ne-
cesidades, en cantidad y calidad, debemos recuperar 
la funcionalidad ecológica de los ríos, acuíferos y 
humedales: la salud de los mismos será la garantía 
de los servicios ecosistémicos que nos prestan. 
Tienen que aumentar los caudales circulantes, re-
cuperarse los niveles de los acuíferos y que vuelvan a 
manar los manantiales, que las aguas dejen de estar 
contaminadas, que se eliminen barreras innecesa-
rias que fragmentan los ríos y permitan restablecer su 
continuidad, imprescindible para el transporte de 

Año Población atendida
(miles hab)

Consumo facturado*
(l/hab y día)

Consumo facturado*
(hm3)

Pérdidas y 
no facturado (%)

Demanda en
alta  (Hm3/año)

1991
2018

1.117

1.371

VARIACIÓN (%) 23

262

160

-39

107

80,1

-25

38

17,5

-55

173,7

97

-44

* Incluye todos los consumos facturados (domésticos, industriales, de los servicios y municipales)
Fuente: elaboración propia con datos de EMASESA y ALJARAFESA

Abastecimiento urbano de Sevilla y su Área metropolitana (EMASESA y Aljarafesa)
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sedimentos que mantienen nuestras playas, se recu-
pere la vegetación de ribera y los bosques en galería 
y se consiga mejorar el hábitat y la movilidad de las 
especies piscícolas. El río debe recuperar espacios 
fluviales ocupados por la actividad agraria o urba-
nística, como medio más idóneo, y menos costoso, 
para hacer frente a las inundaciones cada vez más 
frecuentes e invasivas. 

Estas propuestas necesarias de disponer de ríos vivos 
requieren de la implicación de toda la sociedad y 
especialmente de las poblaciones colindantes que 
cooperen con las administraciones y obtengan in-
centivos para mejorar la salud de los ríos. Debería 
extenderse la figura de la Custodia del Territorio 
fluvial, creada en 2015 por la ley del Patrimonio 
Natural y de la Biodiversidad, por la cual se implica 

a los propietarios colindantes y a los usuarios de 
los ríos en la conservación y uso de los valores y los 
recursos naturales, culturales y paisajísticos. Las 
exitosas experiencias francesas, desde hace varias 
décadas, y algunas andaluzas como las propiciadas 
por la Diputación de Granada en varios tramos del 
Genil y el Guadalfeo, y el reciente Contrato de Río 
Alto Guadiana Menor en el altiplano granadino, 
son ejemplos de las posibilidades de recuperar 
nuestros ríos con el máximo consenso de todos 
los interesados.

Avanzar en todos estos aspectos de la gestión del 
agua será fruto de la madurez de nuestra sociedad 
y que vuelva a interiorizar el valor de que el Agua 
es Vida.
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Las nuevas situaciones a las que nos enfrentan el 
cambio climático y la variabilidad climática, el creci-
miento económico o la creciente urbanización han 
evidenciado la necesidad de mejorar la respuesta 
de adaptación para lograr la seguridad hídrica de 
las personas. Estas respuestas se materializan en 
nuevos modelos de gobernanza del agua, en los 

que se contempla una mejor comprensión de las 
políticas relacionadas con este bien en vistas a su 
planificación, implementación y posterior evaluación; 
así como la cooperación y colaboración entre dife-
rentes agentes que intervienen en su provisión, y 
la participación e implicación de la ciudadanía en 
la gestión de este recurso escaso. 

Resumen:

Desde los años 90, diversas organizaciones internacionales proponen retos relacionados con la gober-
nanza del agua estableciendo prioridades como la generación de conocimiento para el impulso de 
soluciones en torno a los desafíos del agua; el desarrollo de un marco normativo; o, el establecimiento 
de mecanismos participativos de implementación y evaluación de las políticas del agua para lograr 
una gestión sostenible e integrada de los recursos hídricos.

¿Cómo favorecer tales retos? ¿cómo promocionar en estos procesos la colaboración y participación 
de los actores institucionales y de la ciudadanía? ¿qué estrategias diseñar para incorporar las habili-
dades y ‘conocimiento de uso’ de la ciudadanía a la mejora del conocimiento para la gestión sostenible 
del agua? 

En este artículo se plantean algunas propuestas de integración de policy tools y de participación 
ciudadana, así como la aplicación de procesos de ciencia ciudadana como parte de una estrategia 
integral en la gobernanza del agua.

Palabras clave: Conocimiento de uso; Evaluación; Participación; Planificación Integral; Sostenibilidad.
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Estos son elementos clave, tal y como apunta, por 
ejemplo, los principios de la gobernanza del agua de 
la OCDE (OCDE, 2015), el Objetivo 6 de los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible o el Libro Verde sobre la 
gobernanza del agua en España (MITERD, 2020).

¿Cómo promover tales procesos? Y, en concreto, 
¿cómo mejorar la comprensión de las políticas relacio-
nadas con la provisión del bien colectivo que supone 
el agua?, ¿cómo hacer posible la cooperación y la 
participación de diferentes actores y de la ciudadanía 
en particular, en las mismas?

Una respuesta puede encontrarse en la idea de 
que una política pública supone un conjunto de 
procesos causales por los que trata de conectarse 
los objetivos con los resultados esperados. Estos 
se derivan de la aplicación de distintos policy tools 
a los que subyace un mecanismo explicativo que 
hace inteligible tal conexión, permitiendo entender 
-a posteriori, en la evaluación- o prever -a priori, 
en la planificación- cómo una acción produce los 
efectos esperados delimitados previamente en 
términos de objetivos. Cabe preguntarse pues, ¿en 
qué medida los policy tools que se emplean se basan 
en principios alineados con los principios de la go-
bernanza del agua y sus resultados esperados?, 
¿en qué medida logran -o creemos que lograrán 
los objetivos que se plantean? Se trata, pues, de 
desarrollar procesos de análisis y evaluación teó-
ricamente orientados, a partir de la ‘teoría’ que 
subyace a una política y sus acciones, entendidas 
en términos de procesos causales (combinaciones 
de policy tools, sus mecanismos explicativos y 
resultados esperados).

Otra posible respuesta viene de la mano de la im-
plicación directa de las personas usuarias en los 
procesos de gobernanza del agua, no sólo para 
hacer valer su ‘voz’ en procesos y organismos partici-
pativos, sino también mediante su involucración en 
los procesos de investigación orientados a producir 
evidencias sobre el resultado de las iniciativas que 
se impulsan, haciendo posible que conozcan mejor 
los procesos de gobernanza, capacitándolos para 
su análisis y aprovechando sus conocimientos de 
uso para combinarlo con el conocimiento experto 
de otros agentes (responsables de políticas, actores 
socioeconómicos, asociaciones, expertos,…). En 
este caso, se trata de iniciativas centradas en el de-
sarrollo de procesos de ciencia ciudadana.

Políticas urbanas, policy tools y 
mecanismos explicativos: hacia una 
estrategia integral en las políticas y 
gobernanza del agua

¿Cómo aplicar las ideas anteriores para diseñar 
estrategias que redunden en la sostenibilidad del 
agua como bien común? Para ejemplificarlo se 
ha tomado como ejemplo el denominado ‘embalse 
digital’ planteado por EMASESA, que supone, fun-
damentalmente, la aplicación de innovaciones 
socio-técnicas para conseguir una reducción en el 
consumo de agua1.

Centrándonos en el consumo doméstico en particular, 
el logro de tal objetivo puede producirse mediante dos 
grandes estrategias según se intervenga sobre la ‘oferta’ 
o la ‘demanda’. En el primer caso, se trataría de inicia-
tivas que pretenden mejorar la eficacia y eficiencia 
en la provisión del servicio mediante acciones que 
ponen en marcha la institución que lo presta. Se trata 
de iniciativas que pretenden mejorar la delimitación 
de sus objetivos, de procesos organizativos internos 
o mejoras en las infraestructuras (por ejemplo, el 
Plan Estratégico de EMASESA, el Observatorio del 
Agua como espacio de información y deliberación, 
pero también la mejora de infraestructuras para 
hacer más eficiente el ciclo integral del agua, por ejem-
plo, la reducción de pérdidas). Las actuaciones desde 
la oferta tienen en común que pueden producir 
‘ahorro’ pero sin que en ello intervengan necesaria-
mente las personas usuarias -o consumidoras- del 
servicio, o mejor, sin que necesariamente tengan 
que cambiar sus intereses, actitudes, hábitos o 
prácticas de consumo. 

Las actuaciones orientadas a la ‘demanda’ suponen, 
en cambio, iniciativas que pretenden cambiar las 
actitudes, capacidades o comportamientos de las 
personas usuarias de los servicios. Para ello pueden 
utilizar distintos policy tools que se diferencian por 
el mecanismo explicativo que subyace a los mismos, 
si se quiere, la hipótesis principal en la que se basa 
sus efectos esperados a través de la modificación 
de ciertos aspectos de ‘la demanda’.

Para el caso de las políticas urbanas, entre las que 
cabe incluir la relacionada con el agua, pueden dis-
tinguirse cuatro grandes tipos de policy tools según 
el mecanismo explicativo que subyace a los mismos, 

1 Lo que sigue supone la aplicación a este caso de aspectos de la línea de investigación sobre sociología analítica y políticas urbanas que viene desarro-
llando el Centro de Sociología y Políticas Locales. Por ejemplo, Navarro (2021); Navarro y Rodríguez-García (2020) o Navarro, Rodríguez-García y Guerrero-
Mayo (2020).
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el proceso causal que supone que conectará acciones 
y resultados esperados, a saber: regulación, facilitación, 
incentivos y concienciación/capacitación. 

En el caso del objetivo del embalse digital, los dos 
primeros policy tools pretenden que se produzca 
reducción en el consumo sin que, necesariamente, 
esto dependa de cambios en las razones que subyacen 
a los hábitos y prácticas de consumo de las personas 
usuarias. Así, la ‘regulación’ supone medidas que tratan 
de modificar hábitos y prácticas cambiando el contexto 
de oportunidades que existe para ello, por ejemplo, 
mediante medidas que establecen tipos de usos, 
preferencias entre ellos o los regulan, o mediante la 
regulación del abastecimiento en momentos o con-
textos específicos (por ejemplo, durante periodos 
de sequía). La ‘facilitación’ supone, principalmente, 
el desarrollo de medidas orientadas a introducir 
elementos que hagan posible la reducción del con-
sumo sin por ello tener que influir en las razones 
que lo explican; por ejemplo, la introducción de ‘tec-
nologías’ para el ahorro de consumo de agua en las 
viviendas (reducción de caudal en grifos, en las cis-
ternas…). La instalación o uso de tales tecnologías 
reducirían el consumo sin necesidad de modificar 
actitudes o comportamientos.

Los ‘incentivos’ y la ‘concienciación/capacitación’, 
en cambio, tratan de modificar los hábitos y prácticas 
de consumo, o mejor, las razones que subyacen a 
los mismos. Así, los ‘incentivos’ se refieren a medidas 

que tratan de influir en el ‘coste’ del consumo, sea 
mediante precios, tarifas, o bien, mediante procesos o 
‘tecnologías’ que hagan que las personas usuarias 
tengan más y/o mejor información sobre sus hábitos 
y prácticas de consumo en términos de costes para 
ellos, de manera que se incentiven cambios en sus 
hábitos (por ejemplo, información sobre el consumo 
respecto a un periodo de tiempo anterior o respecto 
a la media de su ciudad o su barrio). La ‘concien-
ciación/capacitación’ supone procesos por los que 
se pretende concienciar o capacitar a las personas 
usuarias respecto a sus hábitos y las razones que 
subyacen a los mismos. Por ejemplo, mediante 
procesos de información y sensibilización a través 
de campañas, actividades formativas, etc., que tra-
tan de influir en las actitudes hacia el consumo del 
agua, o en general, el desarrollo de actitudes pro-
ambientales. Pero también, la formación y mejora 
de conocimiento sobre tecnologías o procesos que 
pueden aplicarse para la modificación de actitudes, 
hábitos y prácticas. 

En su conjunto, los mecanismos de oferta y demanda, 
así como sus efectos esperados pudieran repre-
sentarse tal y como se señala en la figura 1. 

Las propias prácticas de EMASESA respecto a cursos 
de educación ambiental, la información del consumo 
de agua en la factura, así como la experiencia previa 
en situaciones singulares (de sequía), son ejemplos de 
la aplicación de algunos de estos policy tools y los me-
canismos que subyacen a los mismos. 

OFERTA

DEMANDA

11. MEJORAS,
MANTENIMIENTO,
INNOVACIÓN

Mejoras
organizativas,
obras,...

21. REGULACIÓN

22. FACILITACIÓN

23. INCENTIVOS

24. CONCIENCIACIÓN

“CONTROL” usos,
consumo...

TECNOLOGÍA: para
ahorro doméstico

PRECIOS

contadores
Individualizados
Inteligentes

INFORMACIÓN
(quejas, sugerencias)

SENSIBILIZACIÓN
(campañas: prensa...)

CAPACITACIÓN
(talleres, cursos...)

Comunidad
online

51. AUMENTAR
RENDIMIENTO RED
(5%)

52. REDUCIR
CONSUMO
(entre 5-15%)

3. ACTITUDES
4. HÁBITOS
CONSUMO

EMBALSE
VIRTUAL

51. AUMENTAR
RENDIMIENTO RED
(5%)

Relación directa
Relación indirecta

El Embalse Virtual: hacia una estrategia integral
(relaciones directas e indirectas)

Fig.1: Estrategias, policity tools y sus efectos directos e indirectos.
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Ahora bien, también es cierto que además de tales 
efectos directos, pueden existir procesos de inte-
racción y complementariedad entre los distintos 
policy tools y sus mecanismos subyacentes, lo que 
podría permitir ir desarrollando una estrategia 
integral de actuación con respecto al objetivo del 
‘embalse digital’; esto es, la combinación de dife-
rentes policy tools (mecanismos explicativos) para 
una misma finalidad u objetivo. Esto supone en-
tender que la estrategia integral no supone la mera 
yuxtaposición de diferentes objetivos o actuaciones, 
sino la búsqueda de complementariedad y sinergias 
entre diferentes policy tools y sus procesos causales 
para la consecución de un objeto (o varios objetivos) 
(Dorado et al., 2021).

Ciencia Ciudadana: incorporando el 
‘conocimiento de uso’ al análisis del 
efecto de policy tools  y sus mecanismos 
subyacentes

¿Qué efectos tienen los diferentes policy tools y 
sus mecanismos subyacentes sobre el consumo?, 
¿qué efectos se derivan de su aplicación desde 
una perspectiva integral que combine sus posi-
bles complementariedades? Aportar evidencias res-
pecto a estas preguntas supondría el desarrollo 
de procesos de investigación mediante diseños 

metodológicos adecuados. Por un lado, diseños 
que permitan ‘aislar’ tales efectos de otras posibles 
razones y elementos que influyen en el consumo y 
sus antecedentes, en línea con las propuestas de 
diseños basados en `comparaciones controladas’ 
comunes en la evaluación de políticas públicas. Por 
otro lado, diseños que incorporen el ‘conocimiento 
de uso’ de las personas usuarias de los servicios y 
de la ciudadanía en general, además del ‘conoci-
miento experto’ de las instituciones y agentes que 
vienen participando en los procesos de gobernanza 
del agua en EMASESA. En la gobernanza de los ‘bienes 
comunes’, como es el caso del agua, es esencial la 
implicación de sus propios usuarios (Ostrom, 1990), 
no sólo aportando su voz en los procesos y organismos 
de gobernanza y participación, sino mediante su 
implicación en la producción de las evidencias que 
sustentan el análisis de los impactos de las medidas 
que se plantean, en éstos y en las posibles estrategias 
de mejora que se deriven de ello.

El segundo de estos elementos supondría la aplica-
ción de procesos de Ciencia Ciudadana. Básicamen-
te, ésta supone la incorporación de la ciudadanía a 
los procesos de investigación, sea en su conjunto o 
en algunas de sus fases (por ejemplo, en el diseño del 
proceso, en la recogida de información, en su análisis, 
en la elaboración de informes y propuestas,…). No su-
pone, pues, procesos participativos para incorporar 
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la ‘voz’ de la ciudadanía en procesos decisionales, 
ni procesos de gobernanza entre agentes, sino la 
incorporación de sus habilidades y conocimientos 
‘de uso’ al proceso de investigación, de manera que 
se incorpore el valor añadido de éste al proceso, 
sus resultados y las políticas y medidas que pue-
dan desarrollarse en consideración a los mismos.

El análisis del desarrollo de la ciencia ciudadana en 
la UE, en el marco del proyecto EU-Citizen Science, 
ha mostrado el incremento en el uso de esta innova-
ción metodológica de los procesos de investigación, 
habiendo recabado orientaciones y ejemplos sobre 
su aplicación, desde proyectos donde los participantes 
no expertos contribuyen a la recopilación de datos 
y ayudan puntualmente a su análisis en la forma 
de procesos participativos, hasta otras experiencias 
en las que se incorporan desde el inicio y en todas 
las fases del proceso de investigación, dando lugar 

a procesos e iniciativas basadas en la co-creación, 
como aspecto básico en el desarrollo de procesos 
de innovación en las políticas urbanas.

Así pues, además de aportando su voz en foros 
y espacios de participación pública, la ciudadanía 
puede contribuir activamente a la mejora del cono-
cimiento de las iniciativas que se toman (o hayan 
de tomarse) para garantizar la sostenibilidad de un 
bien colectivo como es el agua. No se trata, pues, 
sólo de informar de resultados de procesos de 
análisis y evaluación de políticas e iniciativas que 
se tomen, o consultar sobre sus preferencias sobre 
distintas posibles alternativas, sino incorporar su 
‘conocimiento de uso’ mediante la involucración 
directa en los procesos de investigación ligados a 
la planificación, implementación y evaluación de 
tales iniciativas.
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Inteligencia operacional sostenible 

La inteligencia operacional, entendida como sistemá-
tica enfocada en la captación y el análisis de datos 
en tiempo real para implementar soluciones que 
optimicen la toma de decisiones en la gestión de 
los activos, nos ofrece las herramientas necesarias 
para ser más eficientes, sostenibles y resilientes. 

Cuando a la inteligencia operacional le sumamos 
información procedente de todos los aspectos del 
negocio tenemos la inteligencia activa, parte indi-
soluble de la excelencia operacional, objetivo último 
de nuestros esfuerzos.

inteligencia operacional para 
una gestión más eficiente

Esther Florez López
eflorez@emasesa.com

Jefa de división de gestión de activos de EMASESA

Resumen:

“La intersección de inteligencia operacional sostenible, 
digitalización de activos operacionales, gestión del 
ciclo de vida de los activos y análisis avanzado de 
datos nos permitirá garantizar la continuidad del 
servicio ante cualquier eventualidad, incrementar 
la eficiencia operativa y resiliencia de nuestros pro-
cesos y optimizar una gestión de activos con el obje-
tivo de la excelencia operacional y la sostenibilidad 
de los procesos”.
 
Los recursos hídricos de que disponemos son 
escasos, el cambio climático y sus consecuencias 
están presionando dramáticamente hacia su desa-
parición. Esta situación nos obliga a actuar en con-
secuencia enfocando nuestra gestión hacia la sos-
tenibilidad y la eficiencia operativa teniendo como 
objetivo prioritario la preservación de los recursos 
naturales con los que actualmente contamos. 

El entorno mundial en el que nos movemos ha 
tomado conciencia de que sociedad, empresas y 
organizaciones deben de ser cada vez más soste-
nibles y, no escuchar a nuestros usuarios, tarde 
o temprano afectará a nuestras organizaciones 
al evolucionar de espaldas al futuro.

Adicionalmente, el incremento de fenómenos extre-
mos como sequías, inundaciones o fenómenos 
meteorológicos adversos aumenta nuestra pre-
ocupación porque nuestros sistemas sean cada vez 
más seguros y resilientes.

EMASESA, consciente del momento crucial en el 
que nos encontramos desarrolla su plan 2030 
con el propósito de contribuir al progreso de la 
sociedad y a la preservación del medio natural, a 
través del agua. Los valores de este Plan incluyen 
desde la vocación de servicio, la ética, la respon-
sabilidad social, técnica y económica, el com-
promiso, la cohesión territorial hasta el sentido 
de pertenencia y la innovación. Su desarrollo se 
despliega en 10 ejes claramente comprometidos 
tanto con la sociedad, grupos de interés y territorio 
como con nuestro personal.

Dentro de estos ejes estratégicos apostamos por 
un enfoque transversal para lograr la gestión ex-
celente de nuestras operaciones. No solo se trata 
de garantizar el abastecimiento al ciudadano sino 
de hacerlo con la máxima calidad, eficiencia y se-
guridad que seamos capaces, facilitándole al mismo 
tiempo toda la información necesaria para su 
empoderamiento. Nos enfocamos en una sosteni-
bilidad que nos permita como empresa tener ope-
raciones más sensibles con el medio ambiente y 
estar mejor valoradas por nuestros usuarios lo que 
se traduce en mejores niveles de atención, mejores 
servicios y reducción de pérdidas operativas. 

Palabras clave: Inteligencia operacional, eficiencia, 
cambio climático.
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El término ‘operaciones sostenibles’ se refiere al 
uso de métodos de gestión, técnicas y tecnología, 
que tomen en consideración los impactos ambien-
tales, sociales, comunitarios y similares que generan.  
Esto, no solo en el corto plazo inmediato, sino también 
en el largo plazo.

La eficiencia en las operaciones debe considerar 
también, como restricción operacional, los impactos 
que se causan en el medio ambiente, entre otras. 
De esta forma, el objetivo de una Inteligencia Opera-
cional sostenible es desarrollar una visión integrada de 
la gestión en productos y servicios, generar planes 
de mejora que permitan optimizar el rendimiento 
en costes y niveles de servicio, aplicar herramien-
tas para mejorar la gestión de sistemas y procesos 
de forma integrada que permitan aumentar la efica-
cia y eficiencia de las operaciones y evaluar eficaz-
mente alternativas para la toma de decisiones en la 
gestión operacional de los procesos.

Ejes operacionales de sostenibilidad

La estrategia a desplegar para conseguir nuestros 
objetivos operativos medioambientales como em-
presa comprometida y alineada con el plan 2030 
tiene cuatro ejes principalmente:

• La mejora en la gestión de los recursos mediante un 
control exhaustivo de nuestros recursos hídricos, 
eficiencia en el consumo energético y calidad del 
agua. Estamos centrados en gestionar y explotar 
nuestros sistemas automatizados de una forma 
eficiente y eficaz. En este aspecto, las mejoras in-
troducidas en las fases operativas de aducción, 
tratamiento y distribución, así como los nuevos 

proyectos orientados a la mejora de la sensori-
zación de los sistemas, nos dirigen a la optimiza-
ción continua de nuestros procesos.

• La gestión de los efectos del cambio climático. 
No podemos controlar la climatología, pero si 
podemos gestionar proactivamente los esce-
narios operacionales de sequía prolongada e 
inundaciones provocadas por efectos adversos 
y aleatorios. Integramos nuestro profundo co-
nocimiento de estos escenarios en el diseño de 
la automatización de nuestras infraestructuras 
y en su óptima explotación. Marcamos estra-
tegias técnicas y tecnológicas para la toma de 
decisiones en tiempo real que tiene como obje-
tivo reducir los efectos de las lluvias extremas 
sobre la ciudadanía y sus pertenencias. La satis-
facción de nuestros clientes y su escucha activa 
se convierte en una de nuestras motivaciones 
más importantes.

• Gestión del ciclo de vida de nuestros activos. 
Los costes asociados al mantenimiento y ex-
plotación de nuestros activos se han multipli-
cado de forma sostensible en los últimos años, 
entre ellos los energéticos. El diseño de un plan 
director para la gestión de los activos operacio-
nales de EMASESA nos ayuda a potenciar la efi-
ciencia y disponibilidad de nuestros procesos, 
así como a reforzar la colaboración transversal 
entre departamentos. Basado en el concepto 
de IVI (índice del valor de la infraestructura) 
dará respuesta a nuestras cuestiones capita-
les como son la priorización de inversiones y 
la planificación de las mismas según el ciclo de 
vida de nuestros activos.

Centro de Control de Operaciones. Punto neurálgico de EMASESA para la continuidad y calidad del servicio. 
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• Gestión del conocimiento. Las personas de nuestra organización componen uno de los ejes estratégicos 
sobre el que se edifica el plan 2030. Nuestro objetivo es integrar a nuestro equipo humano en la toma 
de decisiones, motivándolo, reconociéndolo y comprometiéndolo en la mejora continua de servicios, 
soluciones y procesos. Debemos ofrecer respuestas efectivas e innovadoras a los retos que se nos 
presentan y el componente humano es esencial para alcanzarlos.

Este modelo de gestión centrado en ejes sostenibles debe de ser un objetivo en sí mismo y no depender o    
procesos y modelos de trabajo para hacerlos más eficientes y con saldo neto cero en cuanto a la huella 
de carbono e hídrica del ciclo integral del agua.
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Plataforma operacional unificada

Un modelo de Inteligencia Operacional sostenible 
y eficiente debe de estar sostenido por una infraes-
tructura coherente y robusta para el análisis de datos 
procedentes de la explotación de nuestros activos. De 
esta forma, un sistema SCADA orientado a la obtención 
de métricas definidas y KPIs de operación y procesos 
en tiempo real, un entorno especializado para el aná-
lisis machine learning de datos operativos y un mo-
delo de automatización y ciberseguridad coherente se 
configuran como los elementos necesarios que darán a 
nuestro modelo una buena consistencia.

La nueva plataforma del SCADA unificado de EMASESA, 
proyecto de tecnología de operación referente a 
nivel nacional, va más allá de un sistema de mo-
nitorización y control de los activos, se trata de 
un elemento que nos proporcionará una ventaja 

competitiva no solo vinculada a las operaciones, 
sino también desde la perspectiva de una visión 
global de la gestión sostenible de los procesos. La 
unificación de nuestros sistemas de operaciones 
nos proporciona capacidades multicontenido, con 
indicadores KPI clave, nos ayuda a estandarizar y 
optimizar el control de las operaciones, la seguridad, 
la gestión de incidencias, el análisis forense y la in-
tegración con el resto de herramientas de la Alta 
Gestión de la empresa.

La integración de esta herramienta con BIM nos brinda 
la posibilidad de planificar y mantener nuestra in-
fraestructura mediante el uso de gemelos digitales. 
La intersección de BIM, SAP, BPM y SCADA configura 
esta plataforma como un sistema único, integrador y 
esencial enfocado en la realización de una verdadera 
gestión sostenible de los activos y el análisis avanzado 
del dato operacional con técnicas de iA.
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Activos digitales operacionales e iA

A través de la inteligencia operacional hacemos 
efectiva la transformación de los activos en activos 
digitales operacionales lo que mejora nuestra ca-
pacidad de actuación y nos facilita una operación 
más sostenible y eficaz. Actualmente disponemos 
de herramientas digitales que nos permiten tomar 
las mejores decisiones para conservar nuestros 
recursos hídricos, sistemas software que enfocan 
nuestras operaciones hacia actividades estratégicas 
de alto valor añadido orientadas a un objetivo 
prioritario, la eficiencia y la resiliencia operativa. 

Herramientas como el análisis avanzado de datos 
mediante técnicas de machine learning reducirán 
los riesgos inherentes a la gestión del ciclo integral 
del agua, además de incrementar la seguridad hídrica, 
permitiéndonos una gestión más sostenible y eficaz 
dentro de una plataforma dedicada.

La IA como campo interdisciplinar que involucra 
diferentes áreas de conocimiento necesita la inte-

racción de múltiples factores tanto físicos como 
humanos para su desarrollo e implementación y 
la gestión del dato es uno de ellos. El desarrollo 
de procesos más sostenibles ha convertido a los datos 
en el habilitador más potente de la gestión de activos 
operacionales. Una correcta estructuración de los 
datos, partiendo de nuestros sensores en campo 
y pasando por los sistemas SCADA facilita su ade-
cuación al uso, es decir, que pueda ser adaptado 
a diferentes contextos de utilización y a diferentes 
sectores productivos. Es precisamente este pro-
blema, cómo conseguir una adecuación efectiva 
de los datos al contexto de uso, lo que condiciona 
su calidad por lo que el marco de su gobernanza 
y gestión es esencial para su posterior utilización 
como materia prima para nuestro modelo.

En resumen, se trata de realizar un cambio estra-
tégico y cultural en el campo de las operaciones in-
corporando a los ya exigentes objetivos de eficacia 
y eficiencia, indicadores de sostenibilidad que nos 
permitan enfocar las exigencias del plan EMASESA 
2030 de una forma proactiva.

• BIM (building information 
model)

• SAP (Systems Applications and 
Products in Data Processing)

• iA (Inteligencia Artificial)

• BPM (Business Process 
         Management)

• SCADA (Supervisory Control 
and Data Acquisition)
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El cambio climático como agravante 
de problemas sociales

Acostumbrados como estamos a oír hablar de cam-
bio climático rodeado de una multitud de datos y 
gráficos a menudo se olvida que la crisis climática, 
cuando interacciona con las sociedades en las que 
se deja sentir, da lugar a lo que llamamos “cambio 
global”, es decir, un conjunto de alteraciones provo-
cadas de una forma u otra por el cambio climático y 
sus múltiples repercusiones. 

Para entender las características de estos cambios 
es necesario aproximarse al fenómeno desde un 
enfoque sociopolítico. Tenemos notables conoci-
mientos que muestran los efectos bio-físicos del 
cambio climático, su afección a toda la biosfera, e 
incluso sus repercusiones económicas. Sabemos 
menos, sin embargo, de cómo esto afecta a las so-
ciedades y menos aún de cómo hacerle frente. De 
ahí que sea necesario subrayar la dimensión socio-
política del cambio climático, y resaltar su acción 

como agravante de problemas previos, en, al menos, 
tres casos:

A) Los pobres, cada vez más pobres.

Sabemos que la crisis climática nos empobrece a 
todos, pero de forma especial a los más pobres, 
a quienes peores condiciones tienen para hacerle 
frente. Desde el punto de vista global, esto ha dado 
lugar a lo que habitualmente llamamos la “doble 
injusticia del cambio climático”, es decir, que aque-
llos países que menos responsabilidad tienen en 
su aparición son los que más lo sufren como con-
secuencia de no disponer de recursos y tecnología 
suficiente para hacerle frente. Si las inundaciones 
del verano de 2021 en Alemania y Bélgica causaron 
enormes pérdidas y el dolor inmenso de decenas 
de fallecidos, los daños por fenómenos similares en 
países que carecen de recursos e infraestructuras, y 
que dependen de sus cultivos para alimentar a la 
población, se multiplican. 

la participación ciudadana 
ante el cambio climático

Cristina Monge
Socióloga, politóloga. Profesora de la Universidad de Zaragoza. 

Analista política. Investigadora en gobernanza para la sostenibilidad

La crisis climática actúa como agravante de problemas sociales dando lugar al fenómeno conocido 
como “crisis global”. En este artículo se mencionan tres ejemplos de estas repercusiones socioeco-
nómicas: el incremento de la desigualdad, de la brecha de género y de conflictos. A continuación, se 
citan tres de los hándicaps que presentan las democracias para gestionar esta crisis – la rendición 
de cuentas a corto plazo, la visión global en un mundo sin gobernanza global, y la complejidad que 
implica repensar el rol de los expertos. Finalmente, se apuntan a modelos de co-creacion de políticas, 
como el de las Misiones de la Unión Europea u otros procesos de participación para acelerar la 
transición justa.
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Similar fenómeno podemos encontrar en el interior 
de los países. Son aquellas poblaciones con menor 
renta la que más dificultades tienen para hacer 
frente a olas de calor o a episodios de fenómenos 
extremos; y los sectores económicos más depen-
dientes del medio natural, los más vulnerables. No 
podemos atribuir a la crisis climática la culpa de la 
desigualdad, pero sí reconocer cómo la agrava. 

B) Nosotras, más perjudicadas, 
y ellas todavía más. 

El cambio climático también está agravando la 
desigualdad de género. En gran parte de los países 
en desarrollo, las mujeres tienen problemas para 
reaccionar ante inundaciones o condiciones climá-
ticas extremas. En algunos de ellos, debido a cues-
tiones religiosas o relacionadas con las costum-
bres, ni siquiera pueden aprender a nadar, lo que 
les ocasiona enormes dificultades ante fenómenos 
extremos como inundaciones. En otros, cuando 
llega, cada vez de forma más recurrente y extrema, 

la sequía, la comida escasea, y son ellas las últimas 
en comer1. 

Pero el problema no es sólo para las mujeres en los 
países en desarrollo. En España, por ejemplo, uno 
de los grupos más afectados por la pobreza ener-
gética son las familias mono-marentales, es decir, 
aquellas formadas por mujeres y niños. Nuevamen-
te, no puede culparse al cambio climático de la des-
igualdad de género, pero si de estar agravándola. 

C) Incremento de conflictos.

La crisis climática está irremediablemente asociada 
a la escasez de recursos, lo que conlleva automáti-
camente un incremento de los conflictos asociados 
a dichos recursos. El del agua es uno de los más 
evidentes, y en especial en países como España, 
donde todos los escenarios de cambio climático 
prevén reducciones sustanciales del recurso2, lo 
que conllevará mayores conflictos, salvo que se 
apliquen políticas activas de prevención.

1 Una documentada relación de este tipo de casos puede encontrarse en Felipe, B (2019), Perspectiva de género en las migraciones climá-
ticas, ECODES. Disponible en https://migracionesclimaticas.org/documento/perspectiva-de-genero-en-las-migraciones-climaticas/
  
2 Para un análisis detallada, puede consultarse CEDEX (2017), Evaluación del impacto del cambio climático en los recursos hídricos y sequias 
en España. Disponible en http://www.cedex.es/NR/rdonlyres/3B08CCC1-C252-4AC0-BAF7-1BC27266534B/145732/2017_07_424150001_
Evaluaci%C3%B3n_cambio_clim%C3%A1tico_recu.pdf

Este mapa de la FAO habla por sí solo:
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Dificultades de las democracias para 
gestionar la crisis climática

Desde el enfoque político la crisis climática tiene, 
al menos, tres características que añaden grados 
de dificultad a su gestión por parte las democracias 
avanzadas. Esto no significa que los regímenes 
no democráticos puedan abordar mejor estos de-
safíos, como se ha discutido en la literatura espe-
cializada, pero no por ello deja de ser importante 
señalar cuáles son algunos de los hándicaps que 
las democracias deben superar para poder hacer 
frente con éxito a la crisis climática y acelerar la 
transición ecológica.

En primer lugar, hay que señalar que el carácter es-
tratégico y a largo plazo del reto ambiental plantea un 
problema de rendición de cuentas e incentivos. ¿Cómo 
puede un gobierno elegido para cuatro años hacer 
balance de algo cuyos efectos solo se constatarán en 
el largo plazo? Y en la misma línea, ¿qué incentivos 
tiene para ello si las decisiones a tomar suponen en 
muchos casos renuncias inmediatas cuyos beneficios 
sólo se disfrutarán en el futuro? Podría pensarse que 
una posible solución pasaría por alargar las legis-
laturas hasta 6 ó 7 años, como defienden algunos 
autores, pero esta salida, que generaría un debate 
importante y cambio cultural, tampoco solucionaría 
el problema. No es una cuestión de dos ó tres años 
más, sino de generaciones. Es imprescindible, por 
tanto, incorporar un pacto intergeneracional, algo 
así como incluir al futuro en los compromisos y 
consiguiente rendición de cuentas. Esto permitiría 
pensar y planificar a largo plazo, algo imprescindible 
en un asunto como el cambio global.

Por otro lado, la crisis climática presenta una enorme 
complejidad en la comprensión de sus efectos, 
que entran ya en un marco de incertidumbre. De 
hecho, el conocimiento científico nos dice que, en 
buena medida, estamos transitando por terreno des-
conocido en lo que al comportamiento de la biosfera 
se refiere. Algo similar ocurre si lo miramos desde 
el punto de vista económico, social y político. Hoy 
comprobamos que el cambio climático es la primera 
causa de desplazamientos de personas en el mundo, 
que presenta desafíos como la reconceptualización 

de la noción de refugiado o de la propia idea de 
bienestar, de progreso, y que, conforme profundi-
zamos en su conocimiento, constatamos que los 
retos que plantea se extienden a todas las esferas. 
Se necesitan todos los conocimientos disponibles 
para abordar un asunto de tal magnitud. Es preciso, 
además, que dichos conocimientos trabajen de 
forma conjunta dando soluciones complejas a 
problemas complejos y poliédricos. Sin embargo, 
como la pandemia ha puesto de manifiesto, existen 
dificultades para incorporar de forma sistemática los 
diagnósticos expertos multidisciplinares al proceso 
de toma de decisiones políticas y las dinámicas de 
la conversación pública. 

En tercer lugar, la crisis climática es claramente un 
fenómeno global. Con responsabilidades diferen-
ciadas, como se subrayó hace ya años en los acuerdos 
de las Conferencias de las Partes de la Convención 
sobre Cambio Climático –conocidas como COP-, 
pero claramente global. Sabemos de las dificulta-
des de la gobernanza global, y comprobamos con 
desesperación la lentitud de los acuerdos. Así y 
todo, el reto es combinar acción local entendiendo 
que debe estar enmarcada en un desafío global.

Cuando participar no es suficiente: 
Co-crear la transición justa.

En un contexto marcado, a grandes rasgos, por 
estas características, queda puesto de manifiesto 
que la transformación que supone el cambio cli-
mático requiere cambios profundos en el modelo 
económico, pero también en el comportamiento 
social y en los paradigmas políticos. Cambios de 
una magnitud que difícilmente, en democracia, se 
podrán activar sólo desde los poderes públicos, 
sino que se necesitará forzosamente del trabajo 
de todos los actores, pero de una forma diferente 
a como se ha venido haciendo tradicionalmente.

En este sentido, tiene especial interés el modelo de 
las Misiones de la Unión Europea3  –una de ellas 
destinada a conseguir ciudades más sostenibles– 
siguiendo la propuesta de la economista Mariana 
Mazzucato para articular procesos de co-creación 
de políticas y estrategias con todos los actores. 

3   Para más información sobre las Misiones europeas, véase https://www.horizonteeuropa.es/misiones
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Para ello, cada uno de ellos está obligado a repensar 
su rol. Empezando por el de la Administración pública, 
que puede desplegar todo su potencial no solo ha-
ciendo, sino fundamentalmente, “haciendo hacer”. 
Es decir, creando espacios de deliberación y acción 
conjunta con el resto de los actores. El sector privado, 
por su parte, si ha comprendido su rol político como 
parece desprenderse de algunas reflexiones anun-
ciadas al hilo de la pandemia, no puede quedarse 
con un rol reactivo o de mero cumplimiento de la 
legalidad, sino que necesita entender, impulsar y 
respaldar los cambios sociales en alianza con otros 
sectores. También la sociedad civil ha de reconsiderar 
su papel, teniendo como tiene todas las condiciones 
para activar procesos de creación de consensos 
sociales. Finalmente, el mundo del conocimiento 
no puede permanecer al margen: necesitamos de 
los mejores saberes disponibles trabajando juntos 
con el resto de los actores.

En este marco, la participación ciudadana necesita 
saltar de inmediato de los niveles “1.0” de partici-
pación, es decir, aquellos meramente consultivos o 
de reacción a una política pública, para pasar a articular 
procesos deliberativos donde, con el soporte técnico 
necesario, pueda co-crear las líneas estratégicas 

de la transición. Sólo con una implicación de este 
nivel podrá tener éxito una transición que necesita 
de un notable nivel de compromiso, inteligencia y 
responsabilidad compartida.

Los avances en este sentido en los últimos años han 
sido notables. Desde los jurados del agua, hasta los 
contratos de río, pasando por las recientes asam-
bleas climáticas, el desarrollo de experiencias que 
potencian la deliberación de la sociedad civil está 
resultando ser metodologías mucho más apropiadas 
para hacer entender el desafío, comprender los 
miedos, dudas e incertidumbres que asoman; y di-
señar de forma colaborativa las mejores maneras 
de acelerar la transición. Especial interés tienen, en 
esta línea, trabajos como los recogidos en el Libro  
verde de la gobernanza del agua en España 4 en el 
que se incluyen diferentes capítulos sobre partici-
pación y corresponsabilidad en la gestión del agua.

Ahora bien, la transición ecológica, como todas las 
transiciones, va a tener sus perdedores. Debería 
ser objetivo fundamental que estos fueran los menos 
posibles, y a ser posible ninguno. No sólo por una 
cuestión de justicia social, sino porque es la mejor 

4   https://www.miteco.gob.es/es/agua/temas/sistema-espaniol-gestion-agua/Libro-Verde-de-la-Gobernanza-del-Agua.aspx
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manera de que la transición pueda llevarse a cabo 
con la velocidad que requiere. De ahí la importancia 
que ha adquirido el concepto de Transición Justa, 
incorporado al acuerdo de la Cumbre de París desde 
el 2015 a iniciativa de los sindicatos participantes en 
el proceso, y con un papel protagonista de los espa-
ñoles. La idea fue ya definida en 2010 en la cumbre 
de Cancún: “Una transición justa requiere que tra-
bajadores, comunidades, empleadores y Gobiernos 
tomen parte en un diálogo social para establecer 
los planes concretos, las políticas y las inversiones 
necesarias para una transformación rápida y justa. 
Se centra en los empleos y los medios de subsis-
tencia y en asegurar que nadie quede atrás en la 
carrera para reducir emisiones, proteger el clima y 
promover la justicia social y económica.”

Como ha intentado ponerse de manifiesto en estas 
líneas, la crisis climática está teniendo ya notables 
repercusiones sociales, económicas y políticas, que 
serán mayores si no se consigue parar la velocidad 
del cambio. En este sentido, las democracias tienen 
hándicaps que se necesitan superar con pactos in-
tergeneracionales, visión global y los mejores cono-
cimientos disponibles (en plural) trabajando juntos 
en algo más que procesos de participación al uso. 
La dimensión del reto supone un enorme trabajo 
de innovación política que apueste por procesos de 
co-creación de políticas para poder acelerar la tran-
sición, que ha de ser justa, todo lo posible.
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Las sucesivas revoluciones industriales han trans-
formado la sociedad y la economía mediante el 
uso intensivo de una o varias tecnologías (la má-
quina de vapor, la electricidad, la electrónica, etc.). 
Las empresas que gestionamos el ciclo integral del 
agua no hemos sido ajenas a estos ciclos de trans-
formación y nos hemos ido dotando de tecnología 
para mejorar el servicio que proporcionamos.

En la actualidad afrontamos una nueva revolución 
industrial, que muchos denominan industria 4.0 o 
la era de la transformación digital, y que supone 
un cambio de paradigma en la forma en que las 
empresas se transforman. Las revoluciones ante-
riores ponían en el centro a la empresa, al producto, 
a su calidad, a su coste, pero no a sus usuarios. 
Esta es la primera vez en que, gracias a la tecnología, 
también podemos dar un salto diferencial en lo 
que se refiere a la relación que mantenemos con 
las personas.

El derecho universal al agua es uno de los pilares 
fundamentales para el desarrollo humano y, por 
ello, EMASESA en su plan estratégico 2030 se orienta 
hacia garantizar ese derecho a través de la mejora 
continua del servicio que presta.

En el cumplimiento de su misión de gestión del ciclo 
integral del agua, EMASESA se enfrenta a impor-
tantes retos en los próximos años, entre los que se 
pueden destacar los siguientes:

• El impacto del cambio climático es ya una rea-
lidad patente. Previsiblemente, no sólo se pro-
ducirá una mayor escasez de agua en la cuenca, 
sino que las lluvias serán menos frecuentes y 
más intensas. Las soluciones tradicionales tales 
como una mayor capacidad para embalsar 
–además de las dificultades que presentan– no 
serán suficientes.

• La sostenibilidad ambiental es una obligación 
ineludible. Es imprescindible hacer un uso 
eficiente del recurso y minimizar el impacto 
ambiental de la actividad, particularmente mi-
nimizar las emisiones de gases de efecto inver-
nadero, así como vertidos y residuos que pue-
dan suponer un daño ambiental.

• La fragilidad de algunas etapas del ciclo integral 
del agua ha quedado de manifiesto durante 
la pandemia COVID-19. Algunas actividades 

ante los desafíos del cambio 
climático: transformación digital
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Los servicios de agua en todo el mundo están bajo una mayor presión debido a los desafíos que plantea 
la rápida urbanización, la emergencia climática, el envejecimiento de la infraestructura, las altas pér-
didas de red y las crecientes expectativas de los usuarios, cada vez más exigentes. La innovación y 
las tecnologías digitales de vanguardia son fundamentales para ayudar a las empresas de servicios 
públicos a transformar su negocio en toda la cadena de valor para orientarse a clientes, empleados, 
accionistas y otras partes interesadas, de una manera más eficiente. EMASESA ya ha empezado y, 
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dependen de forma crítica de las personas. 
Durante la pandemia se ha podido vislumbrar 
con claridad este riesgo, que podría incluso 
comprometer el suministro de agua potable a 
la población.

• La naturaleza pública de EMASESA conlleva 
unas exigencias específicas (como la transpa-
rencia o el respeto a los valores de cohesión 
social y territorial) adicionales a las exigencias 
de competitividad normales en el sector (como 
la calidad y coste del servicio).

• La digitalización de la economía, y de la so-
ciedad globalizada. Una clara “obligación” de 
adaptación a las nuevas formas de actividad, 
aprovechando las ventajas que ofrece antici-
pándonos a las nuevas amenazas que conlleva 
(ciberseguridad).

La aplicación de tecnologías digitales en la gestión 
del ciclo integral del agua puede ofrecer resultados 
para afrontar eficazmente dichos retos:

• Nuevas capacidades (p.ej. conocer consumos 
individuales en casi tiempo real, análisis de 
datos, etc.).

• Mayor eficiencia en el uso de los recursos (p.ej. 
automatización de tareas rutinarias).

• Mayor fiabilidad (p.ej. automatización de tareas 
críticas con sistemas de alta fiabilidad).

Los beneficios aportados por la digitalización pueden 
contribuir a transformar las capacidades, actividades, 
sistemas y procesos en EMASESA. Permitirán me-
jorar la eficiencia en el consumo del agua, la efi-
ciencia en uso de energía y recursos, las decisiones 
operativas, el control del proceso, la fiabilidad y ro-
bustez de los sistemas, la monitorización de los in-
tercambios con el medio, la reducción del impacto 
ambiental, etc. Es necesario destacar la eficiencia 
en el uso del agua y la sostenibilidad ambiental.

La transformación digital, por tanto, puede contribuir 
a objetivos esenciales para EMASESA, como son:

• Garantía del suministro.
• Calidad del producto y del servicio.
• Sostenibilidad.
• Cercanía al usuario.

En términos generales, la transformación digital está 
posibilitada por las nuevas tecnologías disponibles. 

Por ejemplo, internet de las cosas, inteligencia arti-
ficial, realidad virtual y aumentada, blockchain, ro-
botización, entre otros. La transformación digital 
implica un cambio de mentalidad, un cambio esencial 
de las organizaciones, una transformación de sus 
elementos básicos partiendo de un uso innovador 
de la tecnología digital, que debe permitir crear un 
mayor valor para las partes interesadas y para la 
sociedad en general. Todas las empresas que lo han 
basado únicamente en la implantación de soluciones 
tecnológicas han fracasado. Esto no se trata sólo de 
tecnología sino de una reinvención o revolución in-
terna en la que las personas son imprescindibles.

Algunas industrias han sido radicalmente transfor-
madas mediante este proceso. Podemos destacar 
la música, la banca, la formación, el comercio, el 
turismo o el mundo de los contenidos. Todos ellos 
se han transformado completamente, creando 
nuevas propuestas de valor, actores, modelos de 
negocio, etc.

Entre los ejes sobre los que se articula el plan estra-
tégico de EMASESA 2030, tiene especial relevancia la 
transformación digital. (Eje nº8) cuyo fin es: desa-
rrollar nuevas formas, más eficaces, eficientes e 
innovadoras, de trabajo y de relación con los usua-
rios y los grupos de interés a través de una nueva 
cultura digital.

Así, con el propósito de transformación {digital}, 
EMASESA ha emprendido un Programa de trans-
formación digital (en adelante PTDE), que busca la 
eficiencia a través del uso inteligente de los datos y 
la tecnología, centrado en el usuario, la sostenibilidad 
y la inclusión. Comprende todo el ciclo integral del 
agua y la totalidad de EMASESA, en su dimensión 
metropolitana. Este programa desarrollará su pri-
mera fase en el plazo 2021-2026.

El PTDE será ejecutado mediante una cartera de 
proyectos: un conjunto de proyectos interrelacionados 
pero independientes, que será objeto de gestión 
como unidad. Algunos de los proyectos que forman 
parte de la cartera del PTDE son la telelectura, el 
lago de datos o la aducción inteligente.

El eje vertebrador de las actuaciones es disponer 
de mayor cantidad de datos y de herramientas que 
mejoren el proceso de toma de decisiones a partir 
de la información captada mediante el uso intensivo 
de tecnologías digitales. Con todo ello, creemos que 
estaremos preparados para afrontar con garantías 
uno de los retos más ambiciosos a los que nos en-
frentamos que es garantizar que los resultados de 
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nuestra actividad, con máxima transparencia, sean 
coherentes con la sostenibilidad global y cuenten 
con el respaldo social y su corresponsabilidad.

La telelectura, un proyecto 
clave y representativo

La telelectura es el primer hito y clave para la 
transformación digital de EMASESA, que puede 
servir como ejemplo para ilustrar su naturaleza y 
características principales. Constituye la primera 
experiencia real de transformación de funciones y 
actividades clave de EMASESA con la Transformación 
Digital, con un nuevo enfoque metodológico, en el 
que se ha creado un grupo de trabajo coral en el 
que participan personas de atención al cliente, fac-
turación, lecturas, cobros, contadores, acometidas, 
sectorización, sistemas de información, infraes-
tructuras TIC, ciberseguridad, etc.

La telelectura permite conocer el consumo indivi-
dualizado de un usuario casi en tiempo real gracias 
a la instalación de contadores inteligentes indivi-
duales en los puntos de suministro. Se trata de 
una tecnología del tipo Internet de las cosas, dis-
ponible en el mercado desde hace relativamente 
poco tiempo, ya madura, aunque no generalmente 
adoptada aún en el sector del agua.

La principal oportunidad se presenta en el modelo 
de relación con nuestros usuarios en los temas 
que les afectan y le importan. Por ejemplo, cuando 
hay una fuga de agua que no se detecta a simple 
vista, la tecnología actual no permite detectarla 
rápidamente, con la consiguiente pérdida de agua. 
Pero también de incremento de gasto, si la fuga se 
produce dentro del domicilio del usuario. Si, en vez 
de una fuga, la situación está provocada por un 
descuido (un grifo mal cerrado, una cisterna que se 
estropea, un uso no autorizado del agua), el resul-
tado es el mismo: la tecnología actual tarda en de-
tectarlo varios días o incluso meses. Si a todo ello 
le unimos nuestro deseo de compartir objetivos 
de sostenibilidad ambiental, de eficiencia y ahorro 
con nuestros usuarios, la tecnología de que dispo-
nemos en la actualidad tampoco es la más idónea.

La principal fuente de información que nos permite 
conocer a nuestros usuarios es a través el uso que 
hacen del agua. La información que captan estos 
contadores es leída manualmente, puesto que la 
tecnología disponible hasta hace poco no permitía 
enviarla todos los días a través de redes de teleco-
municación, ante la ausencia de energía eléctrica 
suficiente. Pero algunas de las nuevas tecnologías 
disponibles en esta cuarta revolución industrial, 
como Internet de las Cosas y nuevas redes de co-
municaciones de alta eficiencia, han permitido algo 
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impensable: que un contador de agua pueda co-
municar diariamente los consumos, durante 12 
años, haciendo uso de una simple batería. Y ese 
hecho lo cambia todo, porque abre la puerta a ser-
vicios antes no imaginables facilitando nuevos mo-
delos y canales de relación con el usuario, (a través 
de apps móviles, SMS o correos electrónicos):

• Podríamos enviar el consumo al usuario diaria-
mente, si lo desea.

• Podríamos compartir objetivos de ahorro con 
cada usuario y realizar un seguimiento que le 
facilite que lo consigamos juntos.

• Podríamos evitar sorpresas en la factura y ade-
lantarnos en la resolución de averías.

• Podríamos facilitarle conocer el uso que se 
hace del agua en su hogar cuando no está.

• Podríamos avisarle de falta de consumo en ho-
gares con personas dependientes que pueden 
facilitar los cuidados.

Además, mejorará la precisión del balance hídrico, 
permitiéndonos comparar lo que se inyecta en la red 
con lo que se consume, facilitará la detección y loca-
lización precisa y ágil de fugas y fraudes en las redes 
de distribución o dentro de la instalación del usuario, 
con el objetivo de proteger el recurso. Desde el punto 
de vista técnico, las pérdidas de agua en la red de 
EMASESA alcanzan niveles ya difíciles de optimizar, 
que pueden considerarse referencia de buena gestión 
en el sector. Mejorar la eficiencia requiere implicar al 
usuario en un consumo responsable.

También se mejorará la gestión de las redes de abas-
tecimiento y saneamiento, no sólo en el conocimiento 
del caudal sino también en la calidad del agua que 
circula e incluso del riesgo de vertido para añadir 
más niveles de seguridad, mediante sensorización.

Por otra parte, se perfeccionará la robotización y 
la automatización de los procesos productivos, es-
pecialmente la potabilización y la depuración, me-
jorando con ello la capacidad de producir informa-
ción relevante en la mejora de la calidad de dichos 
procesos. Las tecnologías como los gemelos digitales 
que se benefician de la gran cantidad de datos 
recopilados de la red están produciendo efectos 
transformadores en términos de eficiencia y preci-
sión de las simulaciones.

El Lago de datos

Toda esta inmensa cantidad de información se al-
macenará en un «lago de datos» dotado con inte-
ligencia artificial aplicada a la gestión eficiente del 
agua. La filosofía que impregna la nueva forma de 
gestionar implicará que la toma de decisiones se 
basará en información de mayor cantidad y calidad, 
por lo que éstas tendrán mayor impacto en la efi-
ciencia. Además, esta herramienta permitirá́ que la 
toma de decisiones sea más transversal, implicando de 
una manera integrada y segura a todas las áreas y 
procesos de EMASESA.

La arquitectura del «lago de datos» será capaz de in-
tegrar gran cantidad de datos obtenidos de distintas 
fuentes, con distintos formatos y alimentados desde 
todo tipo de canales en un repositorio común, con 
un sistema de gobernanza del dato centralizado. A 
partir de esa ingesta, procesamiento y almacena-
miento de datos, se construirá un ecosistema de 
herramientas que permita alcanzar mayores cotas 
de eficiencia y sostenibilidad y, al mismo tiempo, 
mejorar el servicio al ciudadano y conocer mejor 
sus necesidades. Toda actuación estará basada en 
los datos puesto que, con la mejor información, se 
pueden tomar las mejores decisiones y diseñar me-
jores servicios. Sobre este lago de datos se desple-
garán los casos de uso comerciales (fugas, fraude, 
tele-lectura, gestión de dispositivos, gemelo digital 
de la red para cantidad y calidad) y los casos de uso 
propios (aducción inteligente, gemelo digital de las 
depuradoras, caudales ecológicos dinámicos, cal-
culadora ambiental, entre otros).

La aducción inteligente

En el ciclo integral del agua, es necesario planificar 
la toma de agua de los embalses y otras reservas. 
Las decisiones tomadas afectan las etapas poste-
riores del ciclo, principalmente el tratamiento de 
agua. El proyecto consiste en el desarrollo de una 
herramienta de soporte para la aducción basada 
en tecnologías digitales, principalmente inteligencia 
artificial, para planificar la aducción en los distintos 
horizontes temporales.

Esta planificación de la aducción, a través de he-
rramientas digitalizadas, a efectos de adaptación 
al cambio climático, tendrán como objetivo con-
seguir la seguridad hídrica para el abastecimiento, 
reduciendo la exposición y vulnerabilidad al cambio 
climático e incrementando la resiliencia.
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Tras la realización del proyecto, EMASESA contará 
con un sistema más robusto, fiable y eficiente. En la 
actividad de aducción, el empleo de herramientas de 
inteligencia artificial permitirá automatizar la toma 
de decisiones, bajo la supervisión de especialistas. 

Con la aducción inteligente se podrá lograr un uso 
más eficiente de los recursos, principalmente en el 
tratamiento del agua (energía, reactivos, etc.). En 
definitiva, decisiones optimizadas en la aducción, 
teniendo en cuenta múltiples dimensiones, pue-
den facilitar la optimización de etapas posteriores.

Las decisiones en aducción tienen implicaciones 
más allá del área de competencia estricta de EMASESA, 
particularmente en la cuenca. Por ejemplo, estas 
decisiones son relevantes para el mantenimiento 
de los caudales ecológicos en la misma.

El usuario en el centro: 
la Ciencia Ciudadana

Hay que situar hoy, más que nunca, al usuario, en 
el sentido más amplio de la palabra, en el centro 
de nuestros esfuerzos, en atender sus demandas 
y requerimientos con agilidad, fiabilidad, accesibi-
lidad y seguridad. El desarrollo de nuevas funcio-
nalidades en la app, en la oficina online y en la co-
municación tanto por telefonía móvil como correo 
electrónico van a exigir transformaciones internas, 
que tendrán un impacto en los compromisos de 
plazos y resultados.

El nuevo usuario, más digital, es más exigente y 
también más activo. El ciudadano desea tener infor-
mación, quiere transparencia en la gestión y exige 
participar en los diagnósticos y en las decisiones 
que se adoptan. 

Caminamos hacia un modelo de atención a la ciu-
dadanía basado en la escucha activa permanente, 
que permita conocer su experiencia y necesidades. 
Por ello, la ciencia ciudadana, como canal de invo-
lucración del usuario/ciudadanía, de las personas, 
se constituye en un elemento fundamental de esta 
transformación de EMASESA.

La tecnología no sólo mejorará la calidad del ser-
vicio, sino que también permitirá estar más cerca y 
que el usuario se sienta en el centro de la gestión 
que EMASESA realiza como parte activa de ella, 
gracias a la oferta de servicios personalizados y a 
la omnicanalidad.

Y, puesto que el agua la tomamos del entorno y, 
una vez utilizada y depurada, la devolvemos al 
medioambiente, EMASESA priorizará la toma de 
información en las zonas de captación y en las zonas 
de vertido de forma que se puedan establecer polí-
ticas de preservación de la biodiversidad. Sólo con 
una gestión integral del ciclo del agua que cuide el 
medio ambiente se podrá en un futuro garantizar el 
derecho universal al agua.
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La ciberseguridad, imprescindible

La ciberseguridad es un requisito clave para el de-
sarrollo de cualquier actividad empresarial en una 
sociedad digital como la actual. Las organizacio-
nes debemos dotarnos de los medios necesarios 
para poder detectar cualquier agujero de seguri-
dad y protegernos ante posibles vulnerabilidades 
que pongan en riesgo la continuidad del servicio 
que prestamos, esencial para la sociedad del bien-
estar, así como la confidencialidad e integridad de 
la información que generamos con nuestra propia 
actividad y la que nos confía la ciudadanía, nuestro 
propio personal, proveedores y otras terceras partes 
en general.

Además, es preciso adquirir una cultura organi-
zacional que haga un hábito de la protección de 
nuestros activos de información, esto es, la propia 
información y los sistemas tecnológicos donde se 
almacena, trata y por los que se transmite.

En la digitalización ya implantada en EMASESA, se han 
adoptado las medidas de ciberseguridad adecuadas 
para prevenir en lo posible los riesgos existentes.

El salto que vamos a dar hacia una completa trans-
formación digital nos hace estar más expuestos a 
esos riesgos, que se incrementan con amenazas 
cibernéticas específicas para sistemas de control 
industrial. No sólo frente a aquellas que intentan 
atacar directamente nuestra estructura tecnológica, 
sino frente a las que se fraguan en los rincones 
más recónditos del ciber espacio, como la internet 
oscura y las técnicas de ciberdelincuencia.

Por todo ello, consideramos que la ciberseguridad es 
una prioridad absoluta para garantizar ese derecho 
a recibir este servicio del ciclo integral del agua con 
garantía y fiabilidad, en cantidad y en calidad.

Conclusiones

EMASESA tiene como objetivo convertirse en un 
agente de transformación que, además de garan-
tizar una adecuada gestión del ciclo integral del 
agua, permita dar respuesta a los eventos extremos 
que se agravarán con las proyecciones climáticas 
recogidas en el Plan Nacional de Adaptación al 
Cambio Climático y, además permita hacer las ciu-
dades más habitables y saludables.

EMASESA digital es la denominación de la formu-
lación de la visión de futuro que se concibe para 
EMASESA, una vez culminada –al menos en una 
primera etapa– su transformación digital.

Lo esencial no cambia: EMASESA, de acuerdo con 
su propósito, debe garantizar la continuidad y la ca-
lidad del suministro de agua potable en los puntos 
de consumo y debe devolver el agua al medio mi-
nimizando el impacto ambiental.

En la idea de EMASESA digital, implícitamente, está 
contenida la forma en que se aprovecharán las 
oportunidades brindadas por las nuevas tecnolo-
gías digitales en la gestión pública del ciclo integral 
del agua.

La transformación digital de una empresa de agua 
no es un esfuerzo único, sino un proceso continuo 
con un enfoque holístico que requiere el apoyo y el 
compromiso de todos.

Por todo ello, hemos identificado un área de trabajo 
clave que nos permite transformar la gestión del 
ciclo integral del agua desde una perspectiva digi-
tal con el objetivo de un mejor servicio que, a la 
vez, aumente la garantía del recurso a través de la 
eficiencia y la reducción de los consumos creando 
así un nuevo embalse, el «embalse digital».
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Resumen

Se analiza el papel de la Planificación Hidrológica 
en la gestión del agua en la Demarcación Hidrográ-
fica del Guadalquivir, con una perspectiva histórica, 
especialmente tras la entrada en vigor de la Ley de 
Aguas de 1985. Asimismo la incidencia de las se-
quías en esa gestión y la importancia de los Planes 
Especiales de Sequía (PES) introducidos como obli-
gatorios por la Ley del Plan Hidrológico Nacional 
para luchar contra esos fenómenos extremos. Se 
resume brevemente la incidencia del Cambio Cli-
mático, recogida con un gran rigor científico en la 
excelente propuesta del Plan Hidrológico de dicha 
Demarcación aprobada por el Consejo del Agua, y 
la necesidad subsiguiente de seguir aumentando 
la eficiencia en el consumo y avanzar en la protección 
de las masas de agua, limitando la superficie de re-
gadío que ya ha alcanzado los límites sostenibles 
en el entorno de las 900.000 Has.

Palabras clave: Cambio climático, planificación 
hidrológica, sequía.

Antecedentes

Los primeros Planes de Obras hidráulicas en España 
arrancaron a principio del siglo XX. El Plan Gasset 
de Pantanos y Canales de 1902 contenía una relación 
de obras hidráulicas que junto a la posterior Ley de 
Auxilios de 1911 pretendía la transformación de la 

España rural de la época, todo ello impulsado por 
políticos como Joaquín Costa para el que los canales 
serían como las arterias de un país necesitado de un 
ingente y urgente desarrollo económico.

La Ley de 1933 de Obras hidráulicas fue un primer 
intento de planificar el desarrollo armonizado de 
estas obras ,imprescindibles para el abastecimiento y 
riego, así como para la producción de energía hi-
droeléctrica necesaria en aquel momento. Previa-
mente en 1926 y 1927 se habían creado Las Confe-
deraciones Hidrográficas, pioneras a nivel mundial 
en el enfoque de la gestión del agua por cuencas 
naturales, sin las limitaciones de las divisiones te-
rritoriales ya existentes en nuestro país, idea ésta 
que 74 años mas tarde incorporó la legislación 
europea a través de la Directiva Marco de Aguas 
2000/60/CE.

A partir de los años 40 y sucesivos fueron constru-
yéndose gran parte de las obras previstas en la Ley 
de 1933 de modo que a la entrada en vigor de la 
nueva Ley de Aguas de 1985 existían en la cuenca 
del Guadalquivir 33 embalses con una capacidad 
de 4750 Hm3. Esta ley introducía la condición de 
dominio público hidráulico para todas las aguas, 
superficiales y subterráneas, acorde a la unidad 
del ciclo hidrológico.

Asimismo en su Título III regulaba la Planificación 
Hidrológica, como instrumento obligado para la 
gestión de una cuenca hidrográfica, bajo un enfoque 

la planificación hidrológica como 
necesaria para la gestión eficiente 
del agua y para la reducción de 

tensiones entre usuarios

Juan Saura Martínez
jsauramartinez@hotmail.com

Dr. Ingeniero de caminos, canales y puertos
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multidisciplinar donde la protección de la calidad 
del agua y su relación con el medioambiente debía 
ser esencial. Esto supuso un hito importante ya que 
por primera vez y con rango de Ley se abordaba la 
Planificación Hidrológica bajo una perspectiva mucho 
mas amplia que un mero listado de obras.

El Reglamento de Planificación Hidrológica de 1988 
que desarrollaba la mencionada Ley detallaba el 
contenido de los futuros Planes Hidrológicos por 
cuencas. Tuve el honor de estar al frente de la Oficina 
de Planificación Hidrológica desde su creación en 
1985 hasta 1995, fecha en la que se finalizó la redacción 
del primer Plan Hidrológico del Guadalquivir en cola-
boración con Administraciones y usuarios afectados, 
siendo aprobado por el Gobierno de la Nación junto 
con los de las demás cuencas en 1998.

Como hemos comentado el contenido de estos 
planes tenía que ser muy amplio, analizando can-
tidad y calidad, la unidad del ciclo hidrológico con 
el binomio de aguas superficiales y subterráneas 
íntimamente entrelazadas entre sí, y aspectos 
medioambientales como los caudales ecológicos 
que fueron introducidos como concepto obligado 
por primera vez, siguiendo en nuestro caso un 
modelo hidrológico simple establecido en la Nor-
mativa Suiza, íntimamente asociado a la protec-
ción de la vida piscícola. Se evaluaron en 50 Hm3/
año el volumen de agua regulada por los embalses 
que debería destinarse a complementar los caudales 
naturales con esta finalidad.

Sequías y planificación hidrológica

Coincidiendo con la redacción de este Primer Plan, 
en el periodo 92/95 tuvo lugar la mayor sequía del 
siglo que produjo impactos tremendos en los rega-
díos y también en los abastecimientos, con fuertes 
restricciones en el suministro, poniendo de mani-
fiesto como una cruda realidad el déficit existente 
en la cuenca en el balance recursos/demandas que 
alcanzaba la cifra de 489 Hm3/año, lo que salió a 
relucir claramente al llegar la sequía mencionada 
durante la cual las dotaciones de riego fueron:

El daño sobre los riegos se acercó a los 5.000 Millones 
de euros y también los abastecimientos sufrieron 
fuertes restricciones, destacando el Abastecimiento de 
Sevilla y su alfoz en donde se suspendía el suminis-
tro 10 horas diarias y hubo que recurrir al agua del 
río Guadalquivir, de pésima calidad, teniendo las au-
toridades sanitarias que eximir del cumplimiento 
de algunos parámetros fisicoquímicos imposibles 
de alcanzar. Se estima que los usuarios gastaron 
mas de 100 Millones de euros en agua embotella-
da dada la pésima calidad del agua disponible. En 
Octubre de 1995 los embalses exhaustos en toda la 
cuenca, puestos a disposición del abastecimiento 
de Sevilla, solo garantizaban el agua para tres me-
ses, pero afortunadamente se produjo el milagro, 
que evitó una catástrofe económica y sanitaria, cual 
fue la presentación en noviembre de lluvias de gran 
intensidad que se prolongaron en todo el invierno 
de 1996 y llenaron todos los embalses de la cuenca.

El medio ambiente se vio también gravemente 
afectado, la Consejería de Medio Ambiente de la 
Junta de Andalucía evaluó el “estrés hídrico” al final 
de la sequía, antes de las lluvias de finales de 1995, 
en la vegetación de la Comunidad Autónoma en 
alto o muy alto en el 90% del territorio, a través 
del seguimiento por satélite de la radiación visible 
e infrarroja de la vegetación, es de suponer que los 
ecosistemas sufrieron en la misma proporción y en 
particular se produjeron mortandades masivas de 
peces en los embalses exhaustos, más de 100 t de 
esta especie animal.

La crítica situación vivida sirvió de enseñanza a 
todos los actores implicados (administraciones y 
usuarios) entendiendo que había que dar un en-
foque distinto basado en la gestión de la demanda 
y en una mayor eficiencia en el uso del agua me-
diante la modernización de las infraestructuras de 
abastecimiento y riego existentes, junto a la parti-
cipación de los usuarios que era esencial para con-
seguir estos objetivos. Todo ello acompañado de la 
terminación de algunas obras de regulación, presa de 
Melonares por ejemplo ,que ha sido un modelo res-
petuoso con el Medio Ambiente a partir de su Área 
de Compensación Ecológica con la participación de 

CICLO
BRECHA

Plan 1998
489 Hm3

Plan2009
646 Hm3

Ciclo 2009/2015
320 Hm3

Ciclo 2016/2021 
 218 Hm3 

Ciclo 2022-2027
239 Hm3

AÑO
DOTACIÓN m3/ha

1992
2100

1993
180(*)

1994
764

1995
0

*Esta es la cifra media. La realidad es que se desembalsaron solo unos 100 Hm3 para riego de supervivencia de las arboledas.
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equipos multidisciplinares en esta materia y cuya 
necesidad ha sido confirmada por la sequía actual 
que venimos atravesando desde hace unos años, 
ya que sin Melonares, el Abastecimiento estaría en 
este momento en EMERGENCIA, y sin embargo sus 
140 Hm3 adicionales embalsados nos sitúan a un 
millón y medio de ciudadanos en NORMALIDAD.

La ley del Plan Hidrológico Nacional de 2001 incor-
poró la obligación de que los Planes Hidrológicos 
de Cuenca incluyeran un Plan Especial de Sequía 
(PES) que permitiera gestionar con suficiente ante-
lación estos eventos extremos, obligando también 
a los Abastecimientos de más de 20.000 habitantes 
a disponer de un Plan de Emergencia en el marco 
del PES.

Asimismo la Directiva Marco Europea 200060/CE 
reforzó esta idea de gestión y planificación por 
cuencas hidrográficas, haciendo hincapié en los 
aspectos ambientales y en el principio de recu-
peración de costes por parte de los usuarios. Los 
sucesivos Planes Hidrológicos se hicieron a nivel 
europeo con estas directrices, dando lugar a su-
cesivos ciclos de planificación, el primero de ellos 
corresponde al periodo 2009/2015 y a este han se-
guido el segundo ciclo 2016/2021, estando en este 
momento inmersos y a punto de finalizar el tercer 
ciclo 2022/2027.

Estos instrumentos de Planificación elaborados 
con una participación pública ejemplar, tanto por 
parte de las Administraciones como de los usuarios, 
incluidas las organizaciones ecologistas, han de-
mostrado ser indispensables para la gobernanza 
del agua en nuestro país.

Un reflejo indicativo de esta mejora de la gestión 
es la evolución de las demandas totales en Hm3 en 
la cuenca del Guadalquivir que han permanecido 
estables desde el Plan de 1998 en el entorno de los 
3600 Hm3, siendo así que la población ha aumen-

tado de 3,8 a 4,5 Millones de personas y el regadío 
de 450.000 Has a 881.000 Has con unos consumos 
unitarios que de máximos que llegaban en el abas-
tecimiento a 400 l/hab/día han bajado por debajo 
de los 250 l/hab/día y en el caso de los regadíos 
de una dotación media de 6.487 m3/ha y una de-
manda bruta de 2920 Hm3/año a 3.632 m3/ha y con 
una demanda bruta de 3.200 Hm3/año, todo ello 
merced a un esfuerzo coordinado de usuarios y 
Administraciones que aprendieron bien la lección 
recibida en la sequía de los años 90, y consecuen-
temente han aumentado la eficacia en la gestión 
y han modernizado las infraestructuras de trans-
porte y distribución del agua, amén de la menta-
lización de los propios usuarios a nivel individual 
sin cuya colaboración esto no hubiera sido posible. 
La elección de cultivos de bajo consumo unitario 
de agua, olivar fundamentalmente, en los nuevos 
regadíos y el aumento general de la eficiencia en el 
uso del agua transformado el riego a pie por riego 
localizado y distribución mediante tuberías y con-
tadores ha sido esencial en la bajada espectacular 
de estas dotaciones por ha.

No se han quedado atrás los abastecimientos, 
como ejemplo aportamos los datos relativos al 
Abastecimiento de Sevilla y Área Metropolitana 
gestionado por EMASESA en donde los ahorros 
han sido de más del 35%, como puede verse en la 
Tabla 1, invirtiendo 395 Millones de euros en los 
últimos 20 años con esta finalidad.

La protección ambiental de las masas de agua ha 
mejorado sustancialmente mediante el aumento 
de infraestructuras de depuración de aguas y el 
establecimiento de caudales ecológicos de obligado 
cumplimiento en los cauces, siendo necesario a 
nuestro juicio mejorar la protección cualitativa y 
cuantitativa de las masas de aguas subterráneas, y 
así precisamente lo recoge el ciclo de planificación 
2022/2027 recientemente aprobado en el Consejo 
del Agua de la Demarcación.

AÑOS

1970-1990
1996
2016

CONSUMO BRUTO
Hm3

101-170
134
125

HABITANTES
x miles

745-1.150
1.200
1.350

LITROS/hab/día

370-405
290
260

CONSUMO
DOMÉSTICO

>180 l / hab / día
>130 l / hab / día
>113 l / hab / día

ADUCCIÓN
TRATAMIENTO
DISTRIBUCIÓN

AÑO 1996

2,51%
2,46%

24,85%

AÑO 2016
(OBJETIVO UE)

<3%
0,5%
12%

INVERSIONES
MILLONES €

118
40

156

CONSUMOS AUTORIZADOS
NO CONTABILIZADOS
TOTAL PÉRDIDAS

PÉRDIDAS

9%

30%

7,5%

15%

GESTIÓN DEMANDA
85

395

Tabla 1. Aumento de la eficiencia en EMASESA. Gestión de la demanda.
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2,46%

24,85%

AÑO 2016
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<3%
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INVERSIONES
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15%
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La evolución del déficit o brecha entre los recursos y las demandas ha ido mejorando a lo largo de los 
diferentes Ciclos de Planificación en los últimos años como puede verse:

CICLO
BRECHA

Plan 1998
489 Hm3

Plan2009
646 Hm3

Ciclo 2009/2015
320 Hm3

Ciclo 2016/2021 
 218 Hm3 

Ciclo 2022-2027
239 Hm3

AÑO
DOTACIÓN m3/ha

1992
2100

1993
180(*)

1994
764

1995
0

El descenso de la Brecha desde 2009 hasta 2015 
fue de 326 Hm3 merced a la mejora de la eficiencia 
por modernización de las infraestructuras de regadío 
y de abastecimiento, así como a la entrada en servicio 
de nuevos embalses como Breña II y Arenoso.

El descenso de otros 100 Hm3 a lo largo del segundo 
ciclo hasta llegar a los 218 Hm3 en 2021 ha sido 
debido a la gestión de la demanda en un trabajo 
coordinado de Administraciones y usuarios en el 
que hay que seguir trabajando en el futuro.

El aumento de la brecha a 239 Hm3 en 2027 se 
debe fundamentalmente a los 20 Hm3 de empleo 
de aguas regeneradas en nuevos regadíos, otorgados 
con carácter social y ambiental. 

El total regable ascendería a 927.159 Has en 2027 
si bien la demanda bruta bajaría de 3.200 Hm3/año 
en 2021 a 3.110 Hm3/año en 2027 en esa línea des-
cendente de volúmenes consumidos con destino 
al regadío.

Hay que reseñar que este descenso de la brecha 
en los últimos diez años ha ido paralelo al aumento 
muy importante de superficie regable como hemos 
comentado con anterioridad hasta llegar en 2021 a 
las 881.000 Has, alcanzándose un umbral, que no 
debería rebasarse y donde el riego de olivar supone 
casi el 45%.

La captación de agua para riego en los acuíferos 
subterráneos ha pasado de 300 Hm3 en el Plan 
1998 a 750 Hm3 en la actualidad, con lo que se ha 

superado un límite razonable que exige un control 
restrictivo de nuevos aprovechamientos y una pro-
tección de estas masas de aguas subterráneas a 
las que los sucesivos Ciclos de Planificación deben 
prestar una atención preferente. De hecho 32 masas 
de agua no alcanzan un buen estado cuantitativo y 
24 no llegan al buen estado químico.

Y el futuro exige contemplar la posibilidad de dis-
minución de recursos hídricos como consecuen-
cia del cambio climático y a ello nos referiremos 
a continuación.

Influencia del cambio climático en los 
planes hidrológicos

Durante el largo y continuado proceso de planifica-
ción reseñado en el apartado anterior la legislación 
española aprobó el nuevo Reglamento de Planifi-
cación Hidrológica por RD 907/2007 que incluía en 
su Art. 11 la potencial afección a los recursos hidráu-
licos por causa del Cambio climático, seguida de la 
Instrucción de Planificación Hidrológica de 2008 
(IPH) que desarrollaba este nuevo Reglamento.

Asimismo el 29/3/2020 se aprueba el Plan Nacional 
de Adaptación al Cambio Climático para el periodo 
2021/2030 que contiene 81 líneas de actuaciones 
sectoriales de las cuales seis están dedicadas al 
agua viendo la luz el 20 de Mayo de 2021 la Ley de 
Cambio Climático y Transición Ecológica que dedica 
su Art. 19 a la Consideración del Cambio Climático 
en la planificación y gestión del agua.
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En el actual Ciclo de Planificación Hidrológica 2022/2027 se considera el Cambio Climático como uno de los temas 
más importantes a tener en cuenta por su afección e influencia sobre los recursos hídricos: Sobre las 
variables hidrometeorológicas, sobre los ecosistemas y sobre la economía.

Según los trabajos realizados por el CEDEX por encomienda de la Oficina Española de Cambio Climático 
(OECC) basados en modelos climáticos y escenarios globales, según el 5º Informe de Evaluación del Panel 
Intergubernamental de Expertos (IPCC), se contemplan 4 Trayectorias o Escenarios (RCP) de concentración 
de gases de efecto invernadero:

RCP

2.6
4.5
6.0
8.5

FR

2.6 W/m2

4.5 W/m2

6.0 W/m2

8.5 W/m2

CONCENTRACIÓN GASES

Decreciente en 2100
Estable en 2100
Creciente bajando 2100
Creciente

CO2 en año 2100 (ppm)

421 (valor actual 410)
538 (ascendente hasta 2050)
670 (ascendente hasta 2075)
936 (crecimiento sostenido)

FR: Forzamiento radioactivo en 2100, es la diferencia entre la energía que se absorbe y se emite de vuelta al espacio. Esta ganancia 
neta produce el calentamiento.
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La Planificación Hidrológica tiene el sexenio como plazo de trabajo y sus previsiones son de detalle para 
2027 (año final del tercer Ciclo recientemente aprobado) y más generales para 2033. También se ha estimado 
la situación en 2039 que en el Cuarto Ciclo de Planificación 27/33 ya será abordada con más precisión.

Con el Modelo SIMPA desarrollado en el Centro de Estudios Hidrográficos (CEH-CEDEX) este Organismo 
ha obtenido la serie de aportaciones naturales del Guadalquivir 1940/2018, a la que hemos añadido los 
tres últimos años 2019/2021 estimados por la Confederación. 
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PERIODO

1940/2018
1980/2018
1940/2018 RCP 4.5
1980/2018 RCP 4.5
1940/2018 RCP 8.5
1980/2018 RCP 8.5

APORTACIÓN Hm3

7540 (1)
6927 (2)

7408
6619
6659
6284

VARIACIÓN CON 1

0,00%
-8,13%
-1,76%

-12,22%
-11,69%
-16,70%

VARIACIÓN CON 2

8,85%
0,00%
6,93%
-4,4%

-3,88%
-9,29%

Fuente: Plan Hidrológico Demarcación Guadalquivir. Tercer Ciclo 2022/2027

Si se representa la media móvil de estas aportaciones anuales cada 30 años, periodo mínimo para 
definir un clima según la OMM, el CEH obtiene el siguiente Gráfico que también hemos completado 
añadiendo los tres últimos años hidrológicos.

Puede verse que el valor de esta media móvil que supera ampliamente los 8.000 Hm3/año antes de los 
años 90, desciende bruscamente tras la sequía 92/95 y ya no recupera los valores anteriores a dicha 
sequía, bajando a valores del orden de unos 7.000 Hm3. Este mismo fenómeno se ha observado en las 
pluviometrías anuales que pasan de valores medios de 600 mm antes de los años 90 a los 570 mm en 
los últimos 30 años, aunque el descenso no es tan significativo como en las aportaciones. En definitiva, 
puede observarse que en los últimos 25 años hay un cambio consolidado hacia un descenso de pluvio-
metría y aportaciones que no puede ignorarse, asociado a un aumento de temperatura media móvil en 
la cuenca de 0,6 ºC aproximadamente.

En Octubre de 2020 el CEH-CEDEX ha calculado unos porcentajes de cambio para el horizonte 2039 para 
incorporarlos a los Planes Hidrológicos de Tercer Ciclo y sucesivos contemplando dos Escenarios de 
Emisiones: el RCP 4.5 y el RCP 8.5 antes descritos. Los resultados sobre los recursos naturales anuales 
medios de la cuenca son los siguientes:
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Como se ve el periodo corto 1980/2018 ya supone 
una disminución real de los recursos anuales natu-
rales del 8,13 % respecto a los valores de la serie 
larga 19.40/2018, 7.540 Hm3 que descenderían a 
6.927 Hm3.

En la hipótesis del Escenario RCP 8.5 que es el adop-
tado por la Planificación Hidrológica por un principio 
de precaución ante la incertidumbre futura, los re-
cursos naturales descenderían en 2039 a 6284 Hm3, 
lo que supone una reducción del 16,7 % respecto a 
la serie larga 1940/2018 y del 9,29 % respecto a la 
serie corta o de referencia, 6927 Hm3 usados en el 
Tercer Ciclo de Planificación 2022/2027 y represen-
tativa de los recursos disponibles en este momento.

También se ha estudiado por el CEH-CEDEX el 
efecto del Cambio Climático sobre la recarga de 
los acuíferos subterráneos obteniéndose una dis-
minución media del 10% en el Escenario RCP 4.5 
y del 18 % en el RCP 8.5, viéndose un poco mas 
afectadas las masas de agua existentes en la mitad 
oriental de la cuenca.

Asimismo se ha analizado en el PHD del Guadalquivir, 
al que nos remitimos para mayor detalle, los efectos 
sobre los ecosistemas del aumento de la tempera-
tura del agua con resultados que pronostican incre-
mentos de 1 ºC a 1,4 ºC a corto plazo 2010-2040, de 
1,9 ºC a 2,5 ºC a medio plazo 2040-2070 y 2,3ºC a 4 
ºC a largo plazo 2070-2100 dependiendo de los es-
cenarios RCP 4.5 o RCP 8.5, en cualquier caso con 
afecciones importantes.

Conclusiones

La planificación hidrológica es un instrumento funda-
mental para la gobernanza del agua en España. Los 
Planes hidrológicos elaborado por los Organismos 
de Cuenca con una amplia participación de las Ad-
ministraciones y de los usuarios y colectivos afec-
tados son una guía obligada para el presente y el 
futuro de la gestión del agua en España.

La sequía de los años 92/95 supuso un antes y un 
después en la gestión de las cuencas. Los Planes 
Especiales de Sequía que se incorporaron como 
parte obligada de la Planificación hidrológica en la 
Ley del PHN de 2001 permiten luchar contra estos 
fenómenos recurrentes y anticipar las medidas 
necesarias para minimizar sus impactos.

El actual ciclo de Planificación hidrológica 2022/2027 
está en marcha tras años de intenso y meritorio tra-
bajo por parte de los Organismos de Cuenca, y en el 

caso del Guadalquivir ha sido recientemente apro-
bado por el Consejo del Agua de la Demarcación, en 
el que están representados todas las Administraciones 
y usuarios relacionados con este bien preciado y es-
caso que es el recurso agua.

A lo largo de estos años se ha ido mejorando los 
estudios relacionados con el medio ambiente y las 
necesidades de los ecosistemas para hacer compa-
tible el desarrollo económico y el buen estado de 
las masas de agua. Los caudales ecológicos se han 
obtenido con esta finalidad.

La brecha o déficit entre recursos y demandas se 
ha ido aminorando paulatinamente con la combi-
nación de las adecuadas infraestructuras hidráu-
licas con la gestión de la demanda, aumentando 
la eficiencia en el uso del agua, tanto en el abas-
tecimiento como en el regadío, de tal manera que 
las 450.000 has regadas en los años 90 han pasado 
a ser el doble con volumen de recursos asignados 
muy similar.

En el caso del Guadalquivir se ha llegado al límite 
máximo aceptable en el desarrollo de la superficie 
regable y el PHD recientemente aprobado en el 
Consejo del Agua así lo pone de manifiesto, ya que 
en este momento existe una brecha de mas de 
unos 200 Hm3, que además puede verse agravada 
por el Cambio climático. Especial atención merecen 
las masas de aguas subterráneas que se han visto 
sometidas a extracciones excesivas.

El Cambio climático y sus consecuencias en los re-
cursos disponibles y en los ecosistemas se analiza 
con gran rigor científico en el PHD del Guadalquivir, 
análisis de gran interés del que hemos dado unas 
pinceladas en el Apartado anterior. Se contemplan 
varios Escenarios RCP y se elige una hipótesis con-
servadora, la RCP 8.5, para evaluar una disminución 
de los recursos hídricos del 9-10% en el horizonte 
2039, dada la incertidumbre y por un principio de 
precaución, lo que obligaría a seguir trabajando en 
la mejora de la eficiencia en el uso del agua que 
compense la disminución del recurso hídrico de tal 
modo que la Brecha se mantenga al menos en el 
entorno de los 200 Hm3 actualmente existentes. 
Asimismo no debería descartarse la construcción 
de las nuevas infraestructuras de regulación ya in-
cluidas en el segundo Ciclo de Planificación (Agrio, 
San Calixto y Cerrada de la Puerta),en los sucesivos 
ciclos de Planificación ya que aunque relativamente 
no suponen un gran incremento de los recursos 
disponibles, ayudarían a minorar la brecha futura 
estimada por el PHD.
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Los planes de Emergencia de los Abastecimientos 
de más de 20.000 Habitantes enmarcados dentro 
del PES de la Cuenca del Guadalquivir son herra-
mientas esenciales para afrontar sequías venideras. 
En ellos se incluyen mecanismos de intercambio 
y/o cesión de derechos de los regadíos a los abas-

tecimientos, imprescindibles para afrontar los mo-
mentos críticos de las sequias y evitar las restric-
ciones de abastecimiento a la población, que no 
estarían justificadas al suponer el abastecimiento 
solo el 15% del total de la demanda.
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En una sociedad como la nuestra, plenamente in-
tegrada en el modelo de globalización imperante, 
cada vez más y mejor articulada, donde el conjunto 
de la ciudadanía es conocedor de sus derechos, 
sabe cómo reclamar su cumplimiento y cuenta con 
la información y el conocimiento suficiente para 
ello… las empresas no pueden establecer sus estra-
tegias al margen del entorno social que les rodea. 
Antes bien, aumenta la conciencia de que ese mismo 
entorno las “constituye, por dentro y por fuera”; y 
que, por tanto, la sociedad tiene el deber de con-
tribuir a su sostenibilidad y derecho a participar en 
la definición de sus modos y maneras de actuar en 
lo político, en lo social e, incluso, en lo económico.

El sector público moderno, el nuevo sector público 
con presencia activa en el mercado, busca fórmulas 
organizativo-funcionales propias del sector privado 
para poder proyectarse en aquel. Ante reto tan 

novedoso, es necesario atender a prácticas de 
“buen gobierno” (responsabilidad, integridad, neu-
tralidad, credibilidad, imparcialidad, austeridad…) 
reforzando el carácter “social” de la dedicación al 
servicio público que su misión conlleva mediante la 
“rendición de cuentas” corporativa que la moderna 
gestión pública requiere para legitimarse más allá 
de los constitucionales principios “ordenancistas” 
de bienestar, justicia, libertad y equidad.

Es decir, siguiendo a Joan Subirats, se trata de “conectar 
la gestión pública con el gran cambio social” que se 
está produciendo; además, el carácter vertiginoso 
de los cambios, los requerimientos económico-
productivos del nuevo modelo de funcionamiento 
del sistema y la magnitud de los retos estratégicos 
marcados por la interrelación difusa de las tres “c” 
(cambio climático, costes energéticos y crisis alimen-
taria ) obligan a aceptar que “el Gobierno por sí sólo 

la “cultura de la evaluación” 
en la gestión pública del agua, 

garantía de calidad democrática

José Luis Osuna Llaneza
jlosuna@us.es

Cátedra “Carlos Román” de Evaluación de Políticas Públicas
Universidad de Sevilla

Resumen:

La evaluación de políticas públicas como herramienta que acompaña a la planificación estratégica e 
incorporada a la gestión del ciclo integral del agua, contribuye al cumplimiento de los parámetros 
de responsabilidad corporativa y a la transparencia mediante la rendición de cuentas. Con ello, en el 
marco de una empresa pública metropolitana, generar la implementación de esa “nueva cultura de 
gestión” supone -mediante la participación activa en el proceso de directivos, trabajadores, usuarios, 
proveedores...– avanzar en la mejora de la calidad democrática de la gestión pública de un bien con-
siderado derecho humano: el agua.

Palabras clave: Evaluaciones políticas públicas, planificación estratégica, nueva gobernanza del agua, 
gestión pública participativa, calidad democrática.



52

no puede”, que hay que aceptar desde la participa-
ción y el consenso la máxima de que “aprender 
juntos” es una exigencia.

Obviamente, esta visión podría llevarnos a consi-
derar –con amplitud de miras- estas iniciativas en 
el campo de lo que R. Putnam considera “capital 
social”. En efecto, desde el punto de vista de la sos-
tenibilidad de la organización social y de la cultura 
cívica que le sirve de referente en todos los com-
portamientos del entorno. Esta nueva forma de 
“capital”, complementa los tradicionales conceptos 
de capital físico y humano que la economía ha vin-
culado a las condiciones de producción futura, se 
refiere a la “confianza social” favorecedora de la 
cooperación en post del beneficio común.

Así, si la definición de la responsabilidad social 
empresarial sigue siendo un debate abierto y en 
constante cambio que consiste en ver la posición 
de las empresas desde la interpretación de los dis-
tintos actores sociales y que, por tanto, dependerá 
de la manera en que se relacione con su entorno; 
la responsabilidad social corporativa “pública” pa-
sará por entender el control de su gestión como un 
elemento de garantía de que todas sus actuaciones 
responden a los criterios de pertinencia y coherencia 
y que se vinculan al grado de cumplimiento de la 
estrategia, el diagnóstico, la coordinación y el segui-
miento junto a la valoración y alcance de los logros 
de intervención.

Al igual que en el sector privado se está pasando 
de una economía de los accionistas a una economía 
de los grupos de interés1 el sector público tiene que 
pasar de actuar “para” los ciudadanos a actuar “con” 
los ciudadanos; es decir, una gobernanza diferente.

Se trata de poner en valor y posicionarse ante tal 
consideración como fuente de ventajas competi-
tivas –no olvidemos que nuestra reflexión inicial 
parte de la exigida y exigible “complicidad público-
privada” como elemento de competitividad– que 
supone una innovación basada en el compromiso 

con la sociedad, en aras de incorporar a lo público 
las mejores prácticas privadas. Así, deberíamos 
contemplar un nuevo modelo de gestión; y, conse-
cuentemente, caracterizarlo dotándolo del instru-
mental necesario. 

En efecto, 

1. Desde el punto de vista de la gestión, debe dar 
respuesta a las nuevas demandas sociales con 
un área específica de gestión que se integra en 
la misión y valores de la actuación. Es decir, el 
reconocimiento explícito, orgánico y funcional, 
de la dimensión social asociada a la actuación 
de toda institución pública. Con ello, se con-
vierte en un indicador que –más allá de los re-
sultados cuánticos– recoge el valor social y el 
éxito corporativo.

2. En cuanto a la caracterización debe reflejar 
una actitud “proactiva”, traducida en políticas 
concretas desde la propia corporación pública, 
su organización y su entorno. Para ello, hay 
que crear las herramientas de información y 
evaluación, las iniciativas deben hacerse exten-
sibles a todos los niveles y ámbitos de gestión y 
diferenciarla explícitamente de la acción social.

3. Respecto al instrumental para ponerla en 
práctica, se da una ruptura evidente respecto 
al bloque tradicional ligado a lo estrictamente 
jurídico-laboral; así, desde los instrumentos 
particulares, podemos observar tres ejes de in-
tervención fundamentales: integración2, infor-
mación y acreditación de la gestión3.

Es aquí donde el proceso de modernización de las 
Administraciones Públicas en general y de las em-
presas públicas, en particular; alcanza su verdadera 
razón de ser al vincular las prácticas de evaluación 
de políticas públicas4 que posibilite su análisis desde el 
grado de cumplimiento de los objetivos en relación 
con los problemas a resolver con las restricciones 
de mantener una actuación socialmente equitativa, 

1 La empresa no rinde cuentas exclusivamente a sus accionistas o responsables políticos, sino que toma decisiones teniendo en cuenta a 
todos los actores sociales con interés legítimo en su actuación.  

2 Determinando las partes interesadas y establecimiento de los cauces de diálogo, elaboración de un código de conducta corporativo don-
de se pueden recoger desde la declaración generalista de principio hasta los detalles de los compromisos de cumplimiento e incluso los 
exigibles a terceros: usuarios, contratistas, proveedores, concesionarios...

3 Sometiéndose a un proceso de evaluación externo, por agentes independientes, con el objeto de obtener garantía de que las actuaciones 
se adaptan a la estrategia.

4 Ampliamente desarrolladas y contrastadas en las Administraciones de los países más desarrollados del mundo.
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medioambientalmente sostenible y presupuesta-
riamente viable.

La evaluación como “cultura”, como una forma de 
entender la practica administrativa y la gestión de 
“lo público”5 exige: verificar la utilización correcta 
de los recursos, racionalizar la toma de decisiones, 
formar a los responsables de la actuación, generar 
información y reformar las prácticas técnico/admi-
nistrativas y/o sociales.

En efecto, la evaluación de políticas públicas respon-
diendo a los principios de eficacia, eficiencia, racionali-
dad, legitimidad, transparencia y flexibilidad contrasta 
y verifica el nivel alcanzado y, consecuentemente, el 
grado de cumplimiento del objetivo de ambos que es 
lograr la mayor calidad en la gestión pública.

Aún más, las técnicas y el “saber hacer” instalado 
en la práctica evaluadora de la moderna Adminis-
tración, por su carácter pluralista y participativo, 
avanzan áreas de consenso y compromiso social 
para que las distintas opciones corporativas del 
moderno sector público encuentren espacios de 
desarrollo socialmente responsables… y que se 
puedan verificar.

En este sentido resulta de especial consideración 
que los resultados económicos ya no son el único 
indicador de “valor” de la empresa; pues, cada vez 
es más necesario rendir cuentas, evaluar…6 y, con 
ello, el fin último no es otro que asegurar la legi-
timidad social de las empresas contribuyendo vo-
luntariamente a los objetivos que el conjunto de la 
sociedad considera beneficiosos y deseables para 
el desarrollo común; así, en el siglo XXI, sin legitimidad 
social no hay ninguna actividad, ni pública ni privada, 
que logre niveles de adhesión y confianza capaces 
de garantizar su función.

Aún más, en el caso que nos ocupa, el agua7 como
“elemento” a gestionar exige no eludir el secular 
debate “público-privado”. Partiendo de que es una 
cuestión siempre planteada con maniqueos aprio-

rismos en la doble dirección; entendemos que el 
centro de la reflexión debe ser la “eficiencia social” y 
esta es un intangible, que puede ser estimada pero 
no cuantificada. Con todo y ello, se debe tener muy 
presente que sabemos lo que cuesta, pero no lo 
que vale; por tanto, conveniando que “resulta de 
necios confundir valor y precio”, nosotros apoyamos 
la iniciativa ciudadana europea8 los operadores de 
agua deben ser instituciones públicas. En definitiva, 
la adopción de una estrategia de “gestión del ciclo 
integral del agua” basada en: garantizar el derecho 
universal al recurso, contribuir a los objetivos de 
desarrollo sostenible, alineada con los principios 
de la gobernanza del agua de la OCDE y en cohe-
rencia con el llamado Pacto Verde Europeo, en un 
marco socio-político y económico asentado en los 
principios de solidaridad y adaptado a la exigible 
digitalización; tiene como objetivo implícito consus-
tancial la mejora de los denominados “valores in-
tangibles” de la empresa, conscientes como hemos 
señalado que, cada vez en mayor medida, el valor 
económico de los intangibles supera al del capital 
físico de las empresas.

La gestión del agua es una de las áreas de la gestión 
pública que plantea mayores exigencias desde el 
punto de vista conceptual o de diseño; que sólo 
pueden ser abordadas con un enfoque integral de 
la estrategia.

De tal forma que incorpore no sólo objetivos hídricos 
de carácter físico-técnicos; sino también, objetivos 
ambientales, sociales y económicos, los diversos 
usos del agua y las diferentes perspectivas de los dis-
tintos actores involucrados en la gestión del recurso.

Por tanto, a la hora de abordar la evaluación con-
ceptual de la gestión metropolitana del agua son 
múltiples las áreas que deben ser abordadas: de 
una parte, aquellas de carácter general: dimensión 
política-social que implica como derecho humano, 
escasez (física y económica), emergencia climática, 
calidad y garantía de abastecimiento, recuperación 
de costes…; de otra, las derivadas del nivel local: 

5 En un momento caracterizado por la modernización de las administraciones, la toma de conciencia por parte de la sociedad de su dere-
cho a conocer en qué se gasta su dinero y qué mejoras se derivan de dicho gasto y la descentralización política– administrativa…  

6 Cómo se obtienen, o no, los resultados, si se ha contribuido o no a mejorar la sociedad y el territorio en los que la empresa surge y se 
desarrolla.

7 El “oro azul”, calificado por primera vez como un bien económico en la Conferencia de las Naciones Unidas para el Agua y el Medio Am-
biente, celebrada en Dublín en 1992.

8 Con cerca de dos millones de firmantes defendiendo que es un bien público esencial y no de carácter comercial.
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proximidad9, territorialización10, participación11, 
sostenibilidad ambiental e integración de la gestión 
municipal del agua en la sociedad del conocimiento.

Como se puede observar, tengan o no su origen en 
un ámbito puramente local, la mayoría de las citadas 
áreas rebasan las cuestiones meramente técnicas e 
incorporan multitud de aspectos urbanísticos, terri-
toriales, sociales, económicos y ambientales que ge-
nera una realidad cada vez más compleja, que a su 
vez requiere de soluciones más innovadoras.

Desde las Ciencias Sociales, con el instrumental 
de la Ciencia Política y de las Ciencias Económicas, 
disponemos de una herramienta que “abriendo el 
objetivo”, sin el corsé de la cuántica estandarizada, 
puede contribuir a dar respuestas desde la óptica 
de la exigible necesidad de fortalecer la calidad de 
la democracia; verdadero “nexo” de preocupación 
en todos los análisis de la gestión pública.

En efecto, la evaluación de políticas públicas incor-
porada desde el primer momento a la planificación 
examina de un modo sistemático, la idoneidad de 
la lógica y de las relaciones reticulares entre las 
actividades programadas, objetivos y fines, la ade-
cuación de los sistemas articulados para la ejecución 
de la política, así como el grado de aceptación y 
capacidad de los decidores políticos, gestores y 

técnicos. Así, permite satisfacer las exigencias de 
información y transparencia de cuantos agentes 
participan en el proceso socioeconómico: de for-
ma genérica, informa a la sociedad en su conjunto, 
como destinataria última de las actuaciones; y, de 
forma específica, al poder ejecutivo de las Adminis-
traciones Públicas.

La síntesis conclusiva de lo expuesto pretende 
responder a la hipótesis que da título al análisis: 
la implementación de la “cultura” de la evaluación 
en la gestión de la empresa pública, es garantía de 
calidad democrática; siempre que se la considere 
como la “otra cara” de la planificación estratégica 
conformando una misma “moneda”: la gestión del 
ciclo integral del agua, en el contexto de una unión 
europea y en el seno de una economía moderna y 
avanzada del siglo XXI.

Todo ello, a efectos tanto funcionales como instru-
mentales, requiere: interpretarla como una oportu-
nidad para la creatividad innovadora en la gestión 
participativa del agua; visualizarla como un elemento 
estratégico transversal que afecta a la gestión y 
concepción de los fines empresariales; y, en fin, su 
asunción “interna” mediante mecanismos y procesos 
que favorezcan la generación y conservación de la 
integridad patrimonial de la empresa pública.

9 La interacción de los individuos con la gestión del agua es directa; en efecto, ejercitan sus derechos como “ciudadanos”, y no como sim-
ples “clientes”.

10 El territorio, entendido no sólo como un espacio físico, sino como un espacio socialmente organizado. La gestión local del agua contri-
buye a la articulación de un determinado modelo de equilibrios territoriales y productivos; que, a su vez, generan un determinado nivel 
de equilibrio social.

11 El medio urbano resulta idóneo y obligado para la implantación de procesos participativos que deben reflejar las demandas reales de los 
ciudadanos y, por tanto, la participación de los actores locales resulta imprescindible para el éxito de la gestión del agua.
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